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(S iglos XII a X V III)

Por A L V A R O  N A V A J A S  L A P O R T E  
Doctor en Derecho

I. Introducción

La prim era tarea que necesariam ente nos vem os obligados a acome­
ter, al iniciar e l estudio  d e  una disciplina, es la delim itación del campo 
del p ropio  estud io  y si además dicha labor está vinculada en cierta m e­
dida a la h isto ria , es así m ism o obligado establecerle lím ites tem po­
rales.

Vamos a reali2ar una aproxim ación a un  tem a jurídico, relacionado 
con las instituciones jurídicas guipuzcoanas vigentes duran te un  largo 
período de tiem po que media en tre  los albores de la A lta E dad M edia 
U l8 0 )  hasta finales del siglo X V III

N os in teresa fundam entalm ente hacer un  análisis aproxim ativo 
del origen y naturaleza jurídica de las Instituciones Juríd ico  Públicas 
G uipuzcoanas partiendo  de la base innegable de que a la postre , no son 
sino m anifestaciones de una serie de realizaciones derivadas de una p ro ­
pia concepción jurídica pero  determ inadas por los condicionam ientos 
sociales, políticos, económicos e ideológicos que se van m anifestando 
duran te tan  largo período.

Con ello querem os decir que esas Instituciones tienen un  período 
de form ación, uno  de apogeo y desarrollo y o tro , por ú ltim o de declive,

1. Sobre la situación y organización social de lo que constituyen los territo­
rios vascos en  la Edad Antigua, puede verse A. Ba r b e r o  y M. V ig il  e n ,  Sobre los 
orígenes sociales de la reconquista, y principalmente la parte dedicada a esta zona. 
Sobre los orígenes sociales de  la Reconquista: Catalanes y Vascones desde fines del 
Imperio Romano hasta la invasión musulmana, en ia misma obra, editada por Ariel, 
Barcelona 1974, pág. 13 y ss.



determ inando todo ello por los condicionam ientos que la sociedad en 
que se m anifiestan representan .

D e todas form as, conviene realizar una previa clarificación de orden 
term inológico y conceptual, en cuanto  que, cuando hablam os de insti­
tución jurídica de una com unidad, nos referim os a u n  sistem a d e  ideas, 
sólidam ente enraizadas en la vida de una com unidad, capaces d e  realizar 
una actividad atrayente de las fuerzas sociales existentes en  su ám bito 
de actuación

E llo  qu iere decir que las instituciones jurídicas son el resu ltado  de 
la confluencia de las fuerzas sociales existentes en una sociedad cuya 
función es establecer la ordenación de las relaciones en tre  dichas fuer­
zas^. Su perm anencia y desarro llo  dependerán de su capacidad de asun­
ción de los d iferentes procesos de orientación política que se m anifiestan 
en  uno y o tro  m om ento  en  la sociedad que regulan.

Precisam ente creo que no ha ex istido  esa capacidad de asunción 
d e  los d iferen tes procesos de orientación política, por las instituciones 
jurídicas vascas en general, y las guipuzcoanas en particular. E n  este 
p u n to  puede estar la clave del conocim iento de la h isto ria  de las 
Instituc iones Jurídicas Vascas.

Conviene aquí realizar una advertencia previa y necesaria entre 
perm anencia form al y m aterial, dado que aparentem ente las In s titu ­
ciones Juríd icas Vascas han perm anecido invariables d u ran te  largo 
tiem po.

La historiografía tradicional nos ha presentado a las instituciones 
jurídicas vascas como cuerpos invariables en un  largo proceso histórico, 
com o ajenas a las grandes transform aciones sociales y políticas que se 
van produciendo en los d iferentes períodos históricos adop tando  un 
criterio  de perm anencia form al. H oy d ía , con las aportaciones de las 
d iferentes ciencias, es necesario reconocer y adm itir las profundas m odi­
ficaciones m ateriales que se van produciendo debajo de esta apariencia 
form al, que nos dem uestran , el enorm e dinam ism o del cuerpo social, 
y la falta de capacidad de adaptación de las instituciones jurídicas 
vascas a los nuevos planteam ientos.

P recisam ente cuando dicha capacidad se agota, se m anifiesta una 
de las causas d e l declive d e  su form ulación

2. L u ca s  V e r d u , Pablo, Curso de Derecho Político. V I ,  p. 423, Editorial Tec- 
nos. M adrid 1976.

3. L u ca s  V e r d u , Pablo, obra citada, pgs. 423 y ss.
4. Habitualm ente, la historiografía suele referirse a la permanencia de  las



I'l'l

E l período d e  estudio que nos hem os im puesto  no  presenta unos 
rasgos com unes, sino diferenciados. Pero originariam ente y de m anera 
esencial puede decirse que las instituciones jurídicas guipuzcoanas, com o 
configuradas en  una com unidad organÍ2ada, al igual que o tras de sim ilar 
función en o tros lugares, son e l producto de un m ovim ien to  urbano, de 
transformación de una sociedad de estructura feudal a una sociedad libre  
de prestaciones de orden personal Pero debe aclararse, siguiendo a 
M ax W eber, que las ciudades no fueron sólo u n  pu ro  fenóm eno econó­
mico. Un m ero  asentam iento de m ercado con ser un  factor im portan te 
no era suficiente ni aun decisivo para en tender el hecho de las form a­
ciones urbanas. P ara M ax W eber el burgués se define h istóricam ente 
com o el que ten ía  la obligación, fuente de derechos, de defender con 
las arm as, las m urallas com unales porque estaba interesado en la defensa 
de la prop iedad  urbana y de los bienes que detrás de ella se guardaban

M e in teresa más que el estud io  de las instituciones jurídicas ya fo r­
madas, el análisis de su form ación y form ulación en el contexto  en  el 
que nacen, sin  perjuicio de que luego nos pararem os en  el estudio  de 
las instituciones ya configuradas

II. Instituciones jurídicas y  Fuero

Es corrien te en tre  los que suelen referirse a las instituciones ju ríd i­
cas el confundir o equiparar Instituciones Jurídicas y Fuero. Creo sin 
em bargo que la diferencia es clara. El F uero  tiene un concepto más 
am plio y en  su desarrollo parcial encuadra a las instituciones jurídico 
públicas y privadas.

instituciones jurídicas, recalcando que ello es m uestra de su enorme vitalidad. Sin 
embargo, las recientes investigaciones nos llevan al resultado de que tal perma­
nencia es solamente formal y que las instituciones jurídicas vascas han sufrido en 
el orden material profundas transformaciones a lo largo de los siglos de su vigen­
cia, b ien por razones de transformación interna, el cuerpo social al que sirven 
se va m utando con el tiem po y al recibir las nuevas corrientes sociales, y por ra­
i n e s  de transformación externa, a medida que el Estado absoluto se va conso­
lidando, instituciones como las vascas, pueden suponer y de hecho suponen un 
freno al desarrollo de la absolutización del Estado, no siendo ajeno a estas trans­
formaciones los profundos cambios sociales y económicos que se producen, funda­
mentalmente en el siglo X V II y X V III , así como la consolidación de la m onar­
quía absoluta que en su carácter de nacional es sustituida por el Estado liberal.

5. M a r a v a l l , José Antonio, la s  Comunidades de Castilla. Alianza Universal. 
M adrid 1979, p . 6.

6. W e b e r  (Max), Economía y  sociedad, Méjico 1944, tomo I I I ,  pp. 225, 262, 
264 y ss. C itado por Maravall en la obra Las Comunidades de  Castilla, obra citada.

7. Sobre las instituciones jurídicas ya configuradas puede verse entre otras



La palabra F uero , originariam ente de exclusivo contenido jurídico 
y term inológicam ente de origen foráneo, de un  claro contenido jud i­
cial, pasará a ser prim eram ente sinónim o de D erecho, para term inar, te­
n iendo u n  claro contenido político, sinónim o del derecho originario de 
una concreta com unidad para autoregularse

L o expresará claram ente L arram endi, en época m uy avanzada y 
cuando la palabra fuero  ha perd ido  su p rim er significado y ha adquirido 
el claro matiz po lítico , no exclusivo de las com unidades vascas, al dife­
renciar e l Fuero originario , p roprio  de la p rim itiva población guipuz­
coana y el derivado, el accidental, que es el que se ha ido recibiendo 
de los monarcas y que por ta n to  es v a ria b le ’ .

E n  esa in terpretación  larram endiana encontram os ya el concepto de 
F uero  elaborado, con claro m atiz político com o el derecho originario  
de una com unidad; in terpretación basada en  la elaboración doctrinal 
de la Escuela E spañola del D erecho N atural y fundam entalm ente en 
Suárez ’

los trabajos clásicos de Echegaray, Carmelo, Epitom e de las Instituciones Parales 
de Guipúzcoa. Im pren ta  de la D iputación de Guipúzcoa 1925, y la de G o r o s a b e l , 
Pablo, Noticias de las Cosas memorables de Guipúzcoa, Tolosa 1900. Merece tener­
se en cuenta en cuanto a Vizcaya, la obra de M o n r e a l  y C ía, Gregorio, Las In sti­
tuciones Públicas del Señorío de Vizcaya (hasta el siglo X V III), publicada por la 
Excma. D iputación de  Vizcaya, año 1974.

Es precisamente este punto el que creo de especial interés para el conocimiento 
de las instituciones jurídicas, pun to  este todavía oscuro, y en  el que la investiga­
ción no ha  fijado todavía su atención. Precisamente es fundam ental para el cono­
cim iento de las Instituciones jurídicas el desbezar y analizar su origen, punto  
este que, como veremos, tiene especial relación con el problem a de la creación del 
Derecho, que ha sido estudiado en otras latitudes. Derecho y Comunidad desde el 
Í:ngulo histórico. N otas sobre el concepto y  fijación del Derecho Español de los 
siglos V  a X I I I ,  PÉREZ P r e n d e s  y N oÑ iz d e  A r r a u c o , José M anuel, «Revista de  la 
Universidad de M adrid», 1963, volumen X II , n." 46, pp. 367 ss., y al que Galo 
Sá n c h e z , maestro de historiadores del Derecho dedicó sus mejores esfuerzos y 
su capacidad clarificadora del derecho castellano (Para la historia de  la redacción 
del Antiguo Derecho Territorial Castellano, en Anuario de H istoria  del Derecho 
Español V I, pp. 260 ss. Este problema de la creación 'del Derecho vigente 
en cada momento histórico y principalm ente aquel que se rige en el m om ento 
en el que aparecen las instituciones jurídicas que estudiam os m e parece de  espe­
cial relevancia para un  puntual conocimiento de dichas instituciones.

8. Sobre el origen y evolución del concepto Fuero puede verse: G a r c ía  G a l l o , 
Alfonso, Aportación al estudio de  los Fueros en A .H .D .E . 1956.

9. L a r r a m e n d i, Manuel de, Corografía o Descripción General de la M uy  
N oble y  M uy Leal Provincia de Guipúzcoa. Edición, introducción. Notas e índices 
por J. Ignacio T e l l e c h e a  I d íg o r a s . Sociedad Guipuzcoana de Ediciones y Pu­
blicaciones, S. A. San Sebastián 1969, del G obierno Civil de Guipúzcoa y de sus 
Fueros, pp. 89 ss.

9 SuÁREZ, Francisco, Principatus Politicus. Corpus Hispanum de Pace,



Las instituciones jurídicas serán, según esta concepción, una deriva­
ción del Fuero originario y como tal cam biantes.

C reo que tras esta distinción en tre  fuero  originario y derivado, sub- 
yace la  gran polém ica que todavía perdurará en nuestros días acerca 
del derecho y de la justicia, en o tras palabras si el poder o lo  que hoy 
diríam os el Estado, es anterior al derecho o el derecho an terio r al poder, 
y si el derecho del E stado  puede variar o derogar el derecho de una co­
m unidad que form a una parte  diferenciada del mismo

La tesis larram endiana parte  del supuesto  de que el derecho, lo que 
él llam a fuero originario , es an terio r al poder, anterior al E stado , y p re­
cisam ente en este p u n to  es donde se encuentra , a mi juicio, la clave 
para en tender e l origen, form ación y desarro llo  de la T eoría de las 
Instituciones G uipuzcoanas y por qué no  decirlo, de las Instituciones 
Jurídicas Vascas.

Y  ello no es una elucubración in teresada sino que responde al desa­
rrollo  del concepto del poder político que ha existido y no sólo en  nues­
tra com unidad sino que puede afirm arse es general en la concepción ju­
rídico política de las com unidades peninsulares y se m anifiesta no sólo 
den tro  d e  los lím ites territoriales de las Com unidades Vasca», sino de 
m anera clara y term inante , con unas consecuencias trágicas, en las 
com unidades castellanas, com o han puesto de m anifiesto M aravall y 
Pérez en  recientes e s tu d io s” .

Se tra ta  en sum a de una concepción del origen del poder polí­
tico que recogida de la formulación concreta de las com unidades que

C.S.I.C. E ditado bajo la dirección de Luciano Peceña, M adrid 1965. (Defensa Fidei 
IIL -L  Principatus PoHticus o  la Soberanía Popular).

10. Esta cuestión es tan  antigua como nuestra civilización, Antigona se revela 
contra las leyes injustas respondiendo a Creonte cuando éste le reprocha la in­
fracción de las leyes: «como no era Júp iter quien me las había promulgado ni 
tampoco la justicia, la compañera de los dioses infernales, ha impuesto esas leyes 
a los hombres, ni creí yo que tus decretos tuvieran fuerza para borrar e invalidar 
las leyes divinas, de m anera que un mortal pudiera quebrantarlas. Pues no son 
de hoy n i de  ayer sino siempre han estado en vigor y nadie sabe cuándo apare­
cieron. P o r eso no debía yo por temor al castigo de ningún hombre, violarlas para 
exponerme a sufrir el castigo de los dioses...

Más recientemente R a d b r u c h , Gustavo, Filosofía del Derecho, cuarta edición 
RV. de Derecho Privado, M adrid 1959, pp. 236 ss., mantiene que el Estado de 
Derecho se caracteriza por la realidad de! som etim iento del poder al derecho y en 
este caso estar sometido a u n  derecho anterior al derecho positivo.

11. M a r a v a l l , José Antonio, Las comunidades de Castilla, obra citada.
P é r e z , Joseph, La revolución de las Comunidades de Castilla (1520-1521).

H istoria de los Movimientos Sociales, Siglo veintiuno de España. Editores S. A., 
tercera edición 1979.



se han  ido  form ando, se expresa doctrinalm ente en  los siglos X V I y 
X V II  y que tiene su form ulación en la idea de que po testad  y soberanía 
no  son una misma cosa. La soberanía reside en  la com unidad y la po­
testad  la ejercen los sujetos en  los que la com unidad delega a través 
de uno o  varios oficios con el consentim iento  de los hom bres que in­
tegran la com unidad

C reo que el establecer con carácter previo  este princip io  es esen­
cial para poder en tender lo que realm ente fueron las instituciones 
jurídico públicas guipuzcoanas, así m ism o la discordancia m aterial y 
form al d e  las mismas.

C reo que el establecer con carácter previo  esta idea es esencial para 
poder en tender lo que realm ente fu ron  las instituciones juríd ico  públicas 
guipuzcoanas.

D e ta l form a que así podem os com prender que, a m edida que va 
variando e l concepto del poder político, las instituciones ju ríd ico  vascas, 
derivadas de u n  concepto d istin to  del poder político, van a ir  viéndose 
cercadas y desde una fase de apogeo van a term inar quedando  anqui­
losadas. La consolidación de la m onarquía absoluta es incom patible 
en el concepto de F uero  originario.

A hora bien, debe decirse que ese cerco no se produce solam ente 
desde el ex terio r sino tam bién desde el in te rio r de la p rop ia com unidad, 
de tal form a que las instituciones van perd iendo  el carácter que les dio 
origen hasta te rm inar en u n  anquÜ osam iento producto de la confluencia 
de diversas fuerzas in te rnas y externas com o consecuencia de la evolu­
ción de las concepciones políticas y sociales que se van produciendo 
en el cuerpo social.

E n  el fondo, la h istoria de las Instituciones Jurídicas Vascas está 
presidida por la resistencia del D erecho antiguo al m oderno o nuevo.

III. Las etapas de la Foralidad

Tradicionalm ente la historiografía que ha dedicado su estud io  a las 
instituciones jurídico guipuzcoanas suele realizar una división del 
desarro llo  progresivo de las instituciones en base al análisis de las mis-

12. Sobre el particular puede verse: Sá n c h e z  A g e st a , Luis, E l Concepto del 
Estado en el Pensamiento Español del siglo X V I ,  In stitu to  de Estudios Políticos, 
M adrid 1959.



mas en o rden  a su nacim iento, en  villas, jun tas generales y D ipu­
tación

P articu larm ente y sin perjuicio de realizar u n  som ero análisis d e  ta­
les m anifestaciones institucionales, más que el aspecto m eram ente des­
criptivo me in teresa destacar el contenido, el origen, el fundam ento  de 
tales instituciones.

P or o tra  parte , creo, que las más recientes investigaciones nos per­
m iten el realizar un planteam iento  d istin to , en  cuanto  que entendem os 
que la institucionalización de los municipios es posterio r a la existencia 
de unas concretas com unidades que aparecen presentes en  la geografía 
guipuzcoana y que revelan la presencia de u n  contenido an terio r a 
ser elevadas a la categoría de institución jurídica que, por cierto , es 
muy tardía.

A ntes de que existieran los m unicipios, antes que existiera la p ro ­
vincia de G uipúzcoa, cuya institucionalización no  es sino una adecuación 
del derecho a la realidad, existía la tierra guipuzcoana, existía una co­
m unidad d e  hom bres con una capacidad colectiva d e  acción com o dice 
F ierre V ilar ”  y sobre ello hay m anifestaciones concretas a las que nos 
referirem os más adelante

A  mi juicio, las etapas que tradicionalm ente se han llam ado de la 
foralidad pueden  entenderse como de origen y form ación, de desarrollo  
y apogeo, de crisis.

Cada una de ellas se desarrolla en unos condicionam ientos externos 
e internos diferentes que deben  ser tenidos en  cuenta a la  ho ra  de su 
estudio y análisis.

En la p rim era observarem os la presencia de una institución que 
luego se transform ará y que de ser el m otor de la institucionalización de 
la com unidad, pasará a ser e l órgano que servirá de eje y exponente de 
la defensa d e  los intereses de la misma.

13. E c h e g a r a y , Carmelo, Epitom e, obra citada.
M a r t ín e z  D íez, Gonzalo, Aproximación a la historia jurídica guipuzcoana. Lec­

ción inaugural del curso 1970*71 de la Facultad de Derecho de San Sebastián. 
San Sebastián 1970.

14, V i l a r , Pierre, Cataluña en la España Moderna. Editorial Crítica. Barce­
lona, tomo I, 1978, especialmente la introducción, ver pp . 40 ss.

14 Es necesario hacer constatar que mientras en Castilla las comundiades 
están ubicadas en cada villa, en Guipúzcoa, no hay tantas comunidades como villas, 
sino una sola comunidad, la comunidad guipuzcoana, que se institucionaliza en 
Provincia.



A) Origen y  form ación hasta el O rdenam iento de Alcalá de 1348

E n  los albores del siglo X I la docum entación conocida, aunque escasa, 
perm ite ver con claridad la aparición de la tie rra  de G uipúzcoa ocupando 
un  espacio que p o r el oeste llega hasta el río  D eva integrada en  el Reino 
d e  N avarra.

Pero  lo  que nos in teresa más aquí resaltar, es el hecho de que tene­
m os constancia de la existencia de un ám bito  te rrito ria l claram ente 
defin ido  geográficam ente y en  suma indagar bajo en qué form as se mani­
festó , en  esa época, la fuerza de la com unidad como elem ento m oldea­
dor en  la elaboración y fijación del derecho, o en caso contrario  hacer 
constar la carencia de vigor de ese elem ento  com unitario  en  la elabora­
ción y fijación de l derecho.

Lo que pretendem os es analizar lo  que se en tendía por D erecho y 
cóm o se fijaban las norm as jurídicas en esa época en  la tie rra  guipuz­
coana, d u ran te  el período alto  m edieval; problem a éste de especial in­
terés y que no ha sido ob je to  de atención por parte  de los estudiosos 
sobre todo por lo  que el concepto del derecho se refiere. Ya el profesor 
G arcía de G ortazar llam aba la atención sobre este vacío en  la investiga­
ción cuya clarificación podía realizar im portan tes aportaciones auxiliares 
a los investigadores de la h isto ria de G uipúzcoa en  particu lar, y del 
País Vasco en  general

Tem a p o r o tra  p arte  de ex traord inario  in terés habida cuenta que el 
concepto que del derecho se pudiera tener de la época nos dará luz sobre 
im portan tes áreas de nues tra  historia.

Com o señala el p ro fesor Pérez P rendes las instituciones jurídicas 
ni se p resen tan  n i se generan solas o aisladas, sino trabadas en  un  sis­
tem a. D en tro  d e  este sistem a cada d a to  es una fuerza que sólo cobra su 
verdadero  valor en función  de la m aquinaria to tal a la que sirve, a la 
que pertenece y en la que encaja. Sacarla fuera de ella para exam inarla, 
si no  se tiene presente su  papel en el juego com pleto del m ecanism o, es 
un  e rro r que lejos de vivificar la figura que se está estud iando  la de­
form a, podándola de engranajes, dejándola sin justificación y sentido.

P o r  lo  tan to , antes de estudiar separadam ente las instituciones ju­
rídicas entendem os im portan te  la clarificación del sistem a ex istente en 
sus orígenes.

15 . G a r c ía  d e  G o r t Az a r , J o s é  A nge l.
16 . PÉREZ P r e n d e s  y  M u ñ o z  d e  A r a u c o ,  J o s é  M a n u e l,  Ñ olas sobre el con­

cepto y  fijación..., o b ra  c ita d a .



<íCuál es el sistema jurídico existente en la G uipúzcoa A lta  M e­
dieval?

La característica de la elaboración y fijación de las norm as jurídicas 
en la antigua G uipúzcoa alta medieval está presid ida por la carencia 
de norm as de valor te rrito ria l y fundam entado en  el papel d e  la asam ­
blea judicial, a través del uso de la costum bre, fenóm eno que n o  es 
exclusivam ente guipuzcoano

Es decir, el sistema jurídico guipuzcoano al igual que o tros de idén­
tica concepción, tiene com o objeto  fundam ental el m antenim iento  d e  la 
paz en tre  los m iem bros de la com unidad en la que rige. Se m anifiesta co­
mo un  sistema jurídico no form ulado por escrito, ni sistem atizado. E s un 
derecho esencialm ente consuetudinario  cuya fuerza radica fundam ental­
m ente en el consenso y en  la voluntad de los súbditos

Su elaboración es len ta y se va transm itiendo de generación en  ge­
neración.

Sin em bargo y sorprendentem ente, po r razones que luego analiza­
rem os, G uipúzcoa no tuvo el cuidado de dejar constancia del m ism o por 
escrito y cuando quiso hacerlo fue tarde. Este fenóm eno del descuido o 
excesiva confianza en la no fijación escrita del derecho se m anifiesta 
en otros pun to s de la geografía peninsular y fue aprovechado por los 
reyes castellanos para iniciar el proceso de la form ación del sustra to  de 
la unidad juríd ica previa a la política Tenem os algunos testim onios 
de la existencia de un  propio  sistem a de creación del derecho por parte  
de la com unidad guipuzcoana.

Estos testim onios se m anifiestan en dos d iferentes órdenes, e l lo­
cal y el te rrito ria l. Los prim eros aparecen en época tem prana fo rm u­
lados en las cartas pueblas y fueros municipales, al hacerse referencia a 
la existencia de los fueros, usos y costum bres, derechos y privilegios 
de cada com unidad, fueros, usos y costum bres creadas por la  misma

17. Sobre el derecho vigente en la época, puede verse la primera parte de mi 
trabajo: La ordenación consuetudinaria del caserío en Guipúzcoa, Sociedad G ui­
puzcoana de Ediciones y Publicaciones, S. A., año 1975.

18. Se trata, en suma, de un  derecho em inentem ente medieval con enormes 
cargas del elem ento germánico.

Véase mi trabajo; E l concepto de  Derecho en el Fuero de San Sebastián, en la 
obra colectiva del Congreso: El fuero de San Sebastián y  su época. Donostiak. Forua 
eta Bere Garaia. Eusko Ikaskuntza. Sociedad de Estudios Vascos. San Sebastián 
1982.

19. V er G a r c ía  G a l l o , Alfonso, Historia, Derecho e Historia del Derecho, 
A.H.D.E. 1953, y Aportación al Estudio de los Fueros en A .H .D .E . 1956.

20. A títu lo  de ejemplo puede verse en 1237, Fernando I I I ,  confirma a los



Los reyes en esta época no d ictan  norm as legislativas generales y 
confirm an el derecho de las diferentes com unidades in tegrándolo  en el 
p ropio  sistem a jurídico de la época

La segunda m anifestación fue más tard ía, aparece reflejada en dife­
rentes tex tos recogidos en  el C uaderno o Recopilación F oral de G u i­
púzcoa.

Así en  el títu lo  IV , capítulo prim ero , observam os:

«Costumbre antiquísima, y de cuyo principio no hay noticia, es 
la de las juntas generales de la provincia, en las cuales congre­
gándose todos los caballeros... y en ellas se delibera lo más 
conveniente a aquel íin y al de la conservación y defensa propio 
y observancia de los fueros, buenos usos y costumbres de la Pro­
vincia...»

A firm ación recogida en  la Recopilación Foral derivada de las 
O rdenanzas d e  1397 de 13 de m arzo de E nrique I I I

Y  en  el proem io del C uaderno Foral, de época más m oderna, se 
hace la afirm ación siguiente

«Habiéndose gobernado, hasta entonces por sus buenos usos y 
costumbres antiguas en lo meramente político, sin necesitar de 
leyes escritas, con la experiencia de ser más eficaz en sus pueblos 
la persuasión blanda y suave de la costumbre, que la dura ame­
naza de las leyes y de ser siempre más bien recibidas las que 
en largo tiempo introdujo la costumbre y conservó la práctica, 
teniendo de su parte la aprobación de todo el pueblo...»

P o r lo  tan to , e l sistem a del derecho de la época en  Guipúzcoa 
era u n  sistem a de derecho no escrito, basado en el u so  y la cos­
tum bre , establecido y fijado a  través de las sentencias judiciales.

de M otrico los Fueros, usos y costumbres, en 1302 Fernando IV  a Guetaria, en 
1343 A lfonso X I a los de  Deva; en 1347 Alfonso X I al dar el Fuero de San 
Sebastián a Zumaya, les confirma sus usos y costumbres que tenían en el momento 
de la concesión del Fuero. Juan I, en 1379 a los de Orio, al otorgarles el Fuero 
de San Sebastián les confirma los usos y costumbres que tenían y en  el documento 
de concesión del Fuero a Villarreal en  1383, por Juan  I, se hace referencia a la 
costum bre de Guipúzcoa referente a las superficies de las propiedades,

21. Véase la nota anterior.
22. Véase Nueva Recopilación de los Fueros, Privilegios, Buenos Usos, costum­

bres, leyes y órdenes de la M .N . y M .L . Provincia de Guipúzcoa. Recopilada por 
acuerdo de la Excma. Diputación de 28 de noviembre de 1918. San Sebastián, im­
prenta de  la D iputación de la Provincia 1919, título IV , capítulo prim ero, pp, 103 ss.

23. Véase la obra citada en la nota anterior. Proemio, p. X IV .



E llo , a juicio de Pérez P rendes es una m uestra más de que el 
carácter de la creación y fijación de las norm as en  la E spaña A lta 
M edieval había estado profundam ente constitu ido, hasta épocas ta r­
días, de m odo similar al de los derechos populares germánicos.

Según este  autor, en  el derecho e instituciones autóctonas del 
País Vasco existe una buena carga de germ anism o

E l derecho será creado por la com unidad y los m onarcas no 
harán leyes generales con validez a todo el Reino sino dictaran  
disposiciones particulares que se irán in tegrando en el sistem a de 
cada com unidad y, a títu lo  sim plem ente especificativo de que la 
com unidad guipuzcoana, al igual que o tras com unidades altomedie- 
vales tenían  su propio sistem a jurídico y su  p ropia concepción del 
derecho com o expresión de su particularism o, lo  encontrarem os en 
la ley 34 de las O rdenanzas de G uetaria de 1 3 9 7 ^ .

«Item  porque la justicia en la merindad de Guipúzcoa es muy 
presciada por tres razones la una por el fuero et derecho que 
dicen que en los crímenes que se deven de provar por dos testi­
gos de vista para que se ficha exención del malfechor porque en 
la dicha tierra comunmente todos serán fijosdalgo e non aver 
testamento...»

Es decir que la p rop ia com unidad por costum bre o  uso  había 
establecido com o fuero y derecho el establecim iento de garantías 
concretas para seguir una acusación por crim en y además había ex­
cluido el testam ento  por en tender que el guipuzcoano era hidalgo. 
Aquí habría que decir que la hidalguía más que un estatus social, 
que podía, representar un  determ inado tra tam ien to  fiscal, concreto.

24 . PÉREZ P r en d es  y  M u ñ o z  d e  A r a u c o , J o s é  M a n u e l,  Obra citada, p r in ­
c ip a lm en te  p p .  4 0 3  ss.

25. Sá n c h e z  G a l o , Sobre el ordenamiento de Alcalá de 1348 y sus fuentes, 
en R.D .Pr. 1922, pp. 353 ss., y Para la Historia de la redacción del antiguo Dere­
cho Territorial Castellano, en A .H.D.E. V I, 1929, p. 260. Establece que el dere­
cho castellano no tuvo carácter territorial, sino local, hasta que en 1348 se dictó 
el Ordenam iento de Alcalá que será la primera disposición legal de carácter terri­
torial que establecerá el orden de prelación de las fuentes del derecho. Véase la 
primera parte de mi trabajo la Ordenación... antes citada.

N avajas L a p o r t e , Alvaro, E l concepto de Derecho en el Fuero de  San Sebas­
tián, obra citada.

26. Estas ordenanzas fueron publicadas en el trabajo, La Hermandad de Gui­
púzcoa y el Corregidor Doctor Gonzalo Moro, siendo su autor Alfonso d e  l o s  
Sa n t o s  L a s u r t e g u i, constituyendo la tesis doctoral del mismo.

Fue publicada en la Im prenta de Ricardo Leizaola, San Sebastián el año 1935, 
y hoy constituye una rareza bibliográfica.



de cuasi exención, representaba una concepción de tra to  igual ante 
la ley a los com ponentes de la com unidad

2) E l O rdenam iento de Alcalá de 1348  “

H asta  aqu í la conclusión es clara. La creación del derecho era 
labor de la com unidad. Los usos, y costum bres podían ser cam bian­
tes. E ra  adaptado  el derecho a las exigencias sociales, por la com u­
nidad, a través de los órganos de aplicación del m ism o. E ra  un 
derecho em inentem ente judicial, cuyo fundam ento  o ratio  estaba en 
el derecho d e  la com unidad a establecer los principios de la paz so­
cial del g rupo  “

P ero  en la península y, en  cuanto  afecta a nuestro  estudio , se va 
a ir  produciendo la recepción del derecho rom ano y el es tud io  del 
mismo en las universidades. Pero  el derecho rom ano de la recep­
ción no  es el p rim itivo  derecho rom ano, sino  el derecho rom ano 
post-clásico en  el que la posibilidad de creación de las norm as jurí­
dicas se ha cen trado  en  las m anos del P ríncipe que será el único 
legitim ado p ara  la  creación de nuevas norm as jurídicas La In s ti­
tu ía  de Ju stin iano  lo expresa claram ente:

«Sed e t quod principi plaquit legis habet vigorem, cum lege regia, 
quoe de imperio eus latí est, populus ai et in cum omne suum 
imperium et potestatem concessit»

E ste derecho rom ano de la recepción trae consigo, en  el orden 
de la concepción de la com unidad, una auténtica revolución y se 
in troduce en  la península en el siglo X I I  y X I I I  y con él un  nuevo

2 7 . E l concepto de hidalguía trasciende de lo puram ente económico o  fiscal. 
Frente a los que han pretendido reducir la conquista de la Hidalguía al deseo de 
la obtención de exenciones fiscales debe señalarse que tal exención no se alcanza 
totalm ente en la consecución de tal reconocimiento, pues los hidalgos tam bién te­
nían que pagar ciertos impuestos. Este punto creo debe ser objeto de revisión. Me 
inclino por la interpretación de que la consecución de la hidalguía es una con­
quista social en cuanto que ello supone un trato  legal igualitario y una aplicación 
de la ley con mayores garantías, sin perjuicio de las razones fiscales.

2 8 .  Sobre el Ordenam iento de Alcalá de 1348  véase SAn c h e z , Galo, Sobre 
el ordenamiento de Alcalá y sus fuentes, obra citada.

2 8  >>'». V e r  la s  o b ra s  c ita d a s  d e  P é r e z  P r e n d e s  y  M u ñ o z  de  A r a u c o , J o s é  M a­
n u e l.  Notas sobre el concepto y fijación... y N avajas  L a p o r t e , A lv a ro , El concepto 
de Derecho en el Fuero de San Sebastián.

29 . P é r e z  P r e n d e s  y  M u ñ o z  d e  A r a u c o , José Manuel, obra citada, p. 41 4 .
3 0 . Jmperaioris Justiniani Institu tionum , edición 1 8 9 5 , Editorial Góngora, 

libro I, títu lo  II-6 . E l códex de Justiniano reitera tal formulación. Corpus iuris 
civiles 14 ,12 ,5 .



sistem a jurídico que producirá un  cam bio sustancial en las fuentes 
de creación del D erecho y en la d iferente concepción de la  com u­
nidad como órgano de creación del Derecho. E ste  ya no es creación 
de la com unidad sino del m onarca, del Rey. La com unidad ya no  crea 
el D erecho, lo  recibe.

La introducción de las nuevas corrientes se va a ir realizando 
de m anera paulatina a través, prim ero, del F uero  Real y después de 
las P artidas, no  sin fuertes resistencias.

Reflejo de este espíritu  lo encontram os ya señalado en algunas 
cartas pueblas guipuzcoanas en  pleno siglo X I I L  Así el Rey San­
cho IV  al conceder a Segura el Fuero afirm a :

«No pudo haber gracia, ni gran fuerza que no venga del Rey, 
al que le viene el poder de D ios...»

Y  aparece reiterado en  1290 al conceder el F uero  a Segura. 
A lfonso X I hace la misma afirm ación en 1320 al conceder e l F uero  
a R entería y en  1453 el Rey Juan  I I ,  al realizar la concesión de 
jurisdicción p ropia a la tie rra  de Oyarzun

P ero  la  resistencia a la recepción va a im pedir que los reyes
legislen con carácter general, de tal form a que el Fuero Real será
concedido com o norm a de segundo grado o supletoria a las villas 
que teniendo F uero  Breve lo soliciten

Será a través de esa fórm ula que se irá introduciendo el derecho 
Real fuertem ente rom anizado, quedando desplazados los usos y cos­
tum bres por norm as escritas y elaboradas, de más fácil aplicación por 
parte  de los jueces.

31. El año 1256 Alfonso X  concede a Segura el derecho de villa para que sea 
justificada frente a las pretensiones de los navarros. Sancho IV  a Vitoria en 1290 
extiende los derechos de la villa y le da el Fuero de Vitoria. G o r o s a b e l . Pablo de, 
Diccionario histórico geogràfico descriptivo. Im prenta G urruchaga 1862. Segura. En 
esa época se había planteado la cuestión del origen del poder entre el Papa y 
la Realeza. Así en 1302 Bonifacio V II I  dicta una Bula declarando que toda juris­
dicción y potestad emana de Dios y por consiguiente toda hum ana criatura está 
sujeta al Romano Pontífice. Esta Bula refleja la lucha entre el Pontificado y los Re­
yes como detentadores originarios del Poder Político que se lo disputan; lucha que 
duraría varios siglos.

32. G o r o s a b e l , Pablo, Diccionario... O bra citada. Voces Segura, Rentería, 
Oyarzun.

33. E l Fuero Real tendrá notable importancia en Guipúzcoa. Concedido como 
derecho supletorio por obra y gracia de ser derecho erudito  irá desplazando a la 
costumbre. Sobre este desplazamiento véase mi trabajo, La Ordenación... pp. 38-39.



Justam en te  con ello a través de los Fueros M unicipales se irá 
estableciendo el sistem a de unificación del derecho m edian te la 
reserva en favor del Rey de las alzadas, en tercera instancia La 
culm inación del prim er paso para la unificación jurídica, que su­
pondrá, adem ás la privación práctica de creación del derecho p o r las 
com unidades o villas se hará a través del O rdenam iento  de Alcalá 
de 1348 que es la p rim era m anifestación te rrito ria l del D erecho 
C astellano que establecerá el sistem a de Fuentes del D erecho y, 
aunque respetará a los Fueros M unicipales com o norm as de prim er 
rango y, p o r tan to , a los usos y las costum bres, éstos n o  podrán 
resistir, ante la tentación d e  las Ju n tas  y jueces de aplicar el derecho 
escrito , más fácil de conocer y por estar más elaborado tener más 
capacidad de respuesta desde un  p u n to  de vista técnico a las exi­
gencias de la  sociedad

D e todas form as, la pugna en tre  una concepción y o tra  del poder 
d e  creación del D erecho no  term inará ahí, es decir, que la nueva form u­
lación no se establece enseguida pero  de m anera len ta e inexorable 
term ina por im ponerse.

E n  este ám bito, las instituciones jurídicas guipuzcoanas van a 
su frir la d iferen te  influencia derivada de la d istin ta  concepción del 
D erecho q u e  los nuevos conceptos establecen.

E n  p rim er lugar, de ser unas instituciones basadas en  la  cos­
tum bre  y fundam entadas en una concepción del derecho que tiene 
sus raíces en  la propia com unidad de m anera originaria, va a ser 
sustitu ida por una concepción del derecho en la que el órgano de 
creación del m ism o está  fuera de ella.

E n segundo lugar, fren te  a una form ulación consuetudinaria, se va 
a pasar a una norm ativación, u tilizando  la técnica y term inología 
jurídica ajena, más concretam ente la rom ana de la recepción.

34. Sirva de ejemplo el Fuero dado a Zumaya en 1347 por Alfonso X I, don­
de se establece que las alzadas irán a San Sebastián y los recursos contra la reso­
luciones dadas en San Sebastián, al Rey.

E n 1453 el Rey Juan I I  al dar Fuero a Oyarzun, se reserva las alzadas.
Se observa que hasta el siglo X II I ,  los Fueros concedidos nada dicen de la 

reserva al Rey de las Alzadas, pero a partir del siglo X IV  se recoge de manera 
expresa esta reserva.

La administración regia se iba perfeccionando y la función real, se configura 
como judicial, como lo expresa de manera categórica El Fuero Viejo de Castilla.

35. Este fenómeno no es exclusivo de Guipúzcoa, como lo pone de manifies­
to  G a r c ía  G a l l o , Alfonso, en su obra Aportación al Estudio de los fueros, obra 
citada.



Las ordenanzas y disposiciones, fueros, son redactados por ju­
ristas educados en  el derecho de la recepción, que desplaza al consue­
tudinario . E l derecho nuevo va desplazando paulatinam ente al viejo.

E llo  no es óbice para que los reyes, cuando dan , a un grupo o 
población defin ida la categoría de villa, a través de la concesión del 
fuero o de su confirm ación, confirm en los buenos usos, derechos, 
fueros y costum bres preexistentes, lo que significa que el derecho o 
el sistema jurídico de esa com unidad era el no escrito de carácter 
consuetudinario pero éste, al no poder ser renovado por la propia 
com unidad, está  condenado a desaparecer fren te al derecho escrito, ro ­
manizado.

Así, observam os en 1237, Fernando I I I  confirm a a M otrico los 
fueros, usos y costum bres. En 1302 Fernando IV  lo hace a G uetaria , 
en 1343 A lfonso X I a D eva, en  1347 el mismo rey a Zum aya, dán­
dole el derecho de San Sebastián, y en 1379, Juan  I  hace extensivo 
el mismo derecho al de O rio .

Incluso, observam os referencias a un uso no  local de m anera con­
creta, referencia que aparecen en  1383 en la redacción de la conce­
sión del F uero  a V illarreal de U rretxua, así com o cuando en la 
concesión del fuero  se rem ite a la concesión del derecho de o tra  
villa de an terio r fundación an te cuyo alcalde debe de acudirse en 
alzada

Pero  ya en  pleno siglo X I I I  aparece configurada una G uipúzcoa 
urbana, con unas villas en claro proceso ascendente, con m ercados, 
situadas, com o ha estudiado A na Areizaga, form ando un  cuadrado 
con unos lados, definiendo claram ente los lím ites de Vizcaya, N a­
varra y A lava, y cruzada de norte  a sur por un  cam ino que pone en 
comunicación e l m ar con lo que entonces era V itoria , im portan te 
centro com ercia l^ .

Se entrecruzan dos ordenam ientos d istin tos o dos concepciones

36. Véase la nota 20.
37. 1380. Las Alzadas de los pleitos resueltos en H ernani irán a San Sebastián. 

Juan I ,  28 de enero en Valladolid, Las alzadas de Cestona a V itoria 1383...
38. A r iz a g a  B o l u m b u r u , Beatriz, El Nacimiento de las Villas Guipuzcoanas 

en los siglos X I I I  a X I V .  Morfología y funciones. Sociedad Guipucoana de Edicio­
nes y Publicaciones, G rupo Doctor Camino, San Sebastián 1978. En este trabajo 
se hace un exhaustivo estudio sobre la formación de las villas en Guipúzcoa, cual 
ha sido su nacimiento, su posterior desarrollo, su ordenación urbanística, y su 
organización interna, así como las incidencias que tienen para la formación de la 
provincia.



distin tas del derecho. P o r un lado, las villas, exponentes de la 
m odernidad, pu jantes, am uralladas, con un  sistema propio y que por 
sus características perm ite la aproxim ación en tre  ellas y, po r o tro , la 
tierra  llana, desarticulada, incluida d en tro  de una M erindad^’.

B) Desarrollo

A pesar de los condicionam ientos externos y los cam bios que se 
v ienen produciendo en  el sistem a del D erecho y en la concepción del 
m ism o, la com unidad guipuzcoana aparece ya fuertem ente vinculada. 
Las villas aparecen agrupadas a través de unas Jun tas G enerales cuyo 
origen parece se p ierde en  la m em oria, aunque fundam entadas o 
basadas en la costum bre, pero separadas de la tierra  llana.

Será a través de las H erm andades y más concretam ente a partir 
de la H erm andad  de 1397 cuando se produzca la to tal vertebración 
de la provincia, con la un ión  de las villas y la tierra  llana, m ediante 
la fórm ula de ex tender la jurisdicción de las villas a todo  el territo rio  
provincial, salvo unas pequeñas ciudades en donde por m ucho tiempo 
perm anecerá el vínculo se ñ o ria l^ .

La M erindad  es sustitu ida por la Provincia y el M erino por el 
C orregidor. Pero  lo característico es que el sistema del derecho de 
la tierra  llana desaparece y por tan to  sólo queda un sistem a de de­
recho, el de las villas.

D espués d e  un largo y lam entable proceso por su dem ora, la 
provincia eleva a norm a escrita una serie de disposiciones en las 
que se recogen las norm as que establece la organización fora l, pero 
la recopilación, como d irá  G orosabel, se hará tarde y m a P '.

39. E n el prim er período o  de formación, Guipúzcoa tiene el carácter Jurídico 
de Tierra y es regida por un Adelantado, al irse creando las villas, el Adelanta- 
m iento es sustituido por una M erindad. Las Villas están exentas de la jurisdicción 
de los oficiales reales y el M erino oierde toda jurisdicción dentro de los términos 
de las villas. El M erino que tenía la suprema autoridad en la tierra de  Guipúzcoa 
ve desaparecer a lo largo del tiempo y concretam ente en dos siglos de creación 
de villas, su jurisdicción, al ir  desapareciendo, en favor de las villas el territorio 
sometido a su autoridad que Ies ha segregado en favor de las villas. A finales del 
siglo X IV  a los Merinos sólo les quedaba Sayaz. Areria y Aiztiondo.

4 0 . A r o c e n a , Ignacio, U n caso excepcional en el panorama social de G uipúz­
coa. E l Señorio de  Munguia, B .R.S.B.A.P. 1 9 7 5 , p p . 32 8  ss.

O tro  caso excepcional será O ñate cuya integración a Guipúzcoa es muy tardía.
4 1 . F . E l ia s  d e  T e ja d a  y  G . P e r c o p o , Lm Provincia de Guipúzcoa. E d . M ino - 

ta u ro .  M a d r id  1 9 6 5 , p p .  4 7  ss.
Ver mi trabajo: Jm ordenación..., obra citada, pp. 44 ss., donde se recogen los 

antecedentes de la Recopilación Foral.



Se tra ta  del Cuaderno F era l, redactado por A ram buru, aprobado 
en 1696 que responde más a una necesidad de conservar lo 
fundam ental que a expresar el verdadero contenido del sistem a del 
Derecho que representa el concepto de Fuero. Se inicia la época de 
la crisis.

La aparición del E stado  absoluto supone una nueva concepción 
del derecho y del poder político, iniciándose desde ese m om ento el 
declive de la concepción del Fuero y del sistem a del derecho que 
propugna. A quí se confundirán, ya, Fuero e Instituciones Juríd icas. El 
Fuero originario  será anulado y la Provincia luchará por m antener 
el D erecho d eriv a d o “' .̂

42. La Nueva Recopilación Foral recoge una serie de normas dispersas, tra­
tando de salvar los restos del sistema foral vigente, normas dictadas en otros mo­
mentos históricos y políticos. M ientras la Recopilación esperaba la mano que la 
recogiera se están produciendo grandes cambios en el poder político. La Corona 
había centralizado y casi monopolizado las fuentes de producción del Derecho. La 
Provincia ya no tenía el derecho de creación de normas jurídicas, no tenía la po­
sibilidad de creación por sí misma del Derecho si no era confirmado, hoy diríamos 
sancionado por la Corona. Ello no es más que el reflejo de la corriente dominante 
en la época caracterizada por la tendencia de los juristas a la creación de un 
poder real absoluto que lleva consigo la pérdida de importancia legislativa de las 
Cortes y el debilitam iento de los representantes de los diferentes Estados en las 
mismas frente al quebrantam iento de sus derechos y que se manifiesta de manera 
clara en la obra de M ontalbo, más conocida por el Ordenam iento de M ontalvo, que 
reali2a una ordenación de las leyes y pragmáticas reales, basando su obra en el 
Derecho romano de la recepción. En ella no se recoge, por ejemplo, las disposi­
ciones de las Cortes de Valladolid de 1351 relativa a la inmunidad de los Procu­
radores porque eran incompatibles con los principios de la monarquía ilimitada 
(Véase las Cortes de Castilla, de V. P t sk o sk i, ediciones El Albil, S. A,, Barce­
lona 1977).

En este sentido la Nueva Recopilación de los Fueros llega tarde, en cuanto que 
es redactada en un momento de consolidación de la monarquía absoluta que no 
admite límites a su poder, que está por encima de las propias cortes. La Nueva 
Recopilación es redactada en un momento en el que puede decirse que el concepto 
de lo Foral ha entrado en crisis, en cuanto que supone una ordenación particular 
de un territorio  que establece limitaciones al poder de la Corona, inadmisible en 
esa época. E n la pugna de derecho de la Comunidad y poder real estará una de 
las claves del largo proceso de la crisis de las instituciones jurídicas guipuzcoanas. 
A ello habrá que añadir la dinámica interna que chocará con una ordenación sin 
posibilidades de adaptación a las nuevas exigencias, lo que producirá la consuma­
ción de la crisis y el desenlace fatal que todos conocemos, E n este sentido la di­
ferencia con Vizcaya es clara, en cuanto que Vizcaya logra su cuaderno foral con 
más de  un siglo de antelación. Eran otros tiempos.



IV. Las Instituciones jurídicas

A) Las villas y  tierra llana

Com o hem os dicho antes, la p rim era noticia que tenem os de 
G uipúzcoa com o com unidad definida y delim itada aparece en  1025

Pues b ien , hasta 1180 no se funda la prim era villa, San Se­
bastián , m ediante el F uero  del mismo nom bre, o torgado por el rey 
navarro  Sancho el Sabio. D esde esa fecha hasta  1461, en  que se con­
cede a A reria el F uero  de San Sebastián, se van sucediendo las 
d iferentes fundaciones hasta contem plar todas las fundaciones de 
villas que van a cubrir la m ayor p arte  del solar guipuzcoano

La jurisdicción de las villas, hasta 1397 se va extendiendo paula­
tinam ente, producido en  el retroceso de la jurisdicción del M erino en 
la T ierra  Llana

43. Estam os en la situación preinstitucional. Guipúzcoa aparece, según B anus

Y A g u ir r e , J . L., en D e la Tierra al Villazgo en Guipúzcoa, V Semana de Historia 
del Derecho Español, San Sebastián 1973, dividida en doce universidades. O r e l l a
Y U n z u e , José Luis, en Régimen M unicipal en Guipúzcoa en los siglos X I I I  y  X I V ,  
Lurralde 2, pp. 103 ss., recoge la opinión de Banus, haciendo referencia al su­
puesto documento de 1027 de restauración del O bispado de Pam plona, y demar­
cación de su diócesis, docum ento que es apócrifo, pero que a los efectos de esa 
división en Universidades o Valles, Banus lo considera creíble.

M a r t ín e z  D í e z , Gonzalo, Guipúzcoa en los albores de  su Historia, S. X- XI I ,  
Im prenta de la Excma. D iputación Provincial de Guipúzcoa, año 1975, San Sebas­
tián. La donación de San Salvador de Olazábal 1025.

Considera este autor al documento pinatiense, conservado en el libro gótico 
del monasterio aragonés (S. X II , folio 75v y 76r), que instrumentaliza la dona­
ción de García Aznar y su esposa doña Galia en favor de San Juan  de la Peña 
del M onasterio o Iglesia de San Salvador de Olazábal, sito en la jurisdicción de 
AI20, cerca de Tolosa, como diploma sin tacha, pp. 33 ss.

44. O r e l l a  y  U n z u é , J . Luis, en Régimen Municipal en Guipúzcoa, obra 
citada, p. 110, considera las siguientes causas que motivaron la fundación de estas 
villas: demográficas, económicas, políticas y jurídicas.

Nos interesa resaltar esta últim a causa, y en ello coincidimos con este autor 
quien señala: Guipúzcoa era lugar de donaciones episcopales y abadengos. El rey 
con la creación de las villas, demostraba y reafirmaba su derecho de realengo 
comportaba la disminución del abadengo y del solariego, y esto, a la larga, compor 
taba el favorecimiento de una clase social y m anufacturera, exportadora y mercan 
til, contrapunto  interesante para el control de la nobleza. La creación de villas 
en realengo comportaba la determinación de unos impuestos y de unos oficiales 
reales, como prestam eros y recaudadores, merinos o «señores contratos» que en­
grosarían el poder económico y jurídico del rey. Además, en el caso de Guipúzcoa 
hay que afirm ar que prácticamente el territorio  quedó en manos del realengo por 
quedar bajo el control de  la jurisdicción urbana de las diversas villas, todas las 
villas de la provincia si exceptuamos el señorío de O ñate y las tres alcaldías ma­
yores de Sayaz, Aiztondo y Areria, p. 111.

45. Todavía en las ordenanzas de la H erm andad de 1397 existen múltiples



La articulación de las villas y la absorción a través de la H e r­
m andad de la tierra  llana, produce el nacim iento de la Provincia.

Señala C illán que no  puede acom eterse una profundización en 
el estudio de la naturaleza y configuración de las instituciones ju rí­
dicas guipuzcoanas si no se profundiza en el conocim iento de la n a tu ­
raleza de los m unicipios, en cuanto  que éstos van a ser, en la época de

referencias a la división jurisdiccional de Guipúzcoa, entre villas y tierra. La juris­
dicción de las primeras se extiende al ámbito territorial de las mismas. La juris­
dicción en la tierra llana la tienen los oficíales del Rey. Prim ero los Adelantados 
mayores y luego el Merino.

E n  una prim era época Guipúzcoa estaba integrada bajo la jurisdicción del 
Adelantado mayor de Castilla. Con Alfonso X, en 1243, aparece el prim er Adelan­
tado Mayor de Guipúzcoa López de Salcedo Diego (1253-1265). Más adelante apa­
recen como M erinos mayores de Guipúzcoa García López de Ayala, 1473; Pedro 
M anrique, 1366, Pedro López de Ayala, 1389, 1437 y 1454; Fernán Pérez de 
Ayala, 1411. V er; E l gobierno y  la Administración Territorial de  Castilla (1230- 
1474). Universidad Autónom a de M adrid, 1976, Rogelio Pérez Bustamante, año 
1976, tomo IL

H asta 1.272 no se tiene noticias de los oficiales que dirigen la Adm inistra­
ción Territorial en Guipúzcoa n i tampoco se sabe en esa fecha si el M erino u 
oficial del Rey era privativo de Guipúzcoa, o común de Alava y Guipúzcoa, como 
titu lar de la M erindad «allende Ebro». Sin embargo, ya, en 1272, sabemos que Ala­
va y Guipúzcoa se constituyen en  «Adelantamiento Mayor» y dependerán directa­
mente del rey, siendo su titu lar don Diego López de Salcedo. Dos años más tarde, 
en 1284, desaparece este Adelantam iento Mayor de Guipúzcoa restaurándose
lo que parece era la situación anterior, encontrándose, en la documentación de la 
época referente a Guipúzcoa, que la jurisdicción en la tierra o m erindad de G ui­
púzcoa corresponde al Adelantado mayor de Castilla, Sancho Sánchez de Velasco 
(1302 y 1311), siendo sustituido, con Alfonso X I. por el M erino Mayor, Garcilaso 
de la Vega.

Nuevam ente en 1317 y 1319 Guipúzcoa constituía una merindad propia entre­
gada a Gómez Gamello, pero o tra vez, en 1319, la justicia de Guipúzcoa aparece 
encomendada a don Juan, hijo del infante don Juan y tu tor del Rey, quien confía 
el ejercicio de esta justicia a don Juan Sánchez de salcedo, con el título de Jus­
ticia, volviéndose, con la mayoría Alfonso X I, a la estructura del merindazgo mayor 
de Castilla que se vuelve a extender hasta el Bidasoa.

La Constitución definitiva del merindazgo Mayor de Guipúzcoa aparece en 
1335 y será Ladrón Vélez de Guevara quien ostentará el título de M erino Mayor 
de Guipúzcoa, independizándose, por tanto, a partir de entonces Guipúzcoa en 
una merindad sin  interrupción alguna.

Interesa resaltar aquí que la jurisdicción de los merinos se extiende sobre 
toda la tierra de Guipúzcoa, con excepción de los términos correspondientes a las 
villas, donde la jurisdicción correspondía a las autoridades muriicipales, de  tal 
forma que, a medida que se van fundiendo más villas va decreciendo el ámbito 
territorial de  jurisdicción del M erino hasta que, a finales del siglo X IV , el Merino 
no tendrá térm ino donde ejercer jurisdicción, situación que se consolida en 1344 
cuando se empieza a extender el estatuto jurídico de las villas a las zonas comar­
cales y culm ina en 1397 fecha en la que se puede considerar que las 24 villas 
y O ñate cubren la totalidad de la jurisdicción de la Provincia.



apogeo de la foralidad guipuzcoana, un  elem ento de especial im por­
tancia para la configuración del concepto de com unidad

E stán  todavía pendientes de desbrozar los archivos municipales. 
Sin em bargo una aproxim ación a los mismos nos d irá  que en época 
muy próxim a todavía perm anece el concepto de que el derecho, el 
origen del poder político, la iniciativa en la actividad renovadora, la 
dinám ica en  el desarro llo  de las relaciones, es com petencia exclusiva 
de la com unidad. Sus órganos de representación no hacen sino tener 
el carácter de m ero oficio. E l poder perm anece en la com unidad. Un 
análisis de las ordenanzas m unicipales, p rim eram ente escasam ente 
elaboradas, nos revelan lo  que la com unidad era M ás tarde y por

46. CiLLAN A p a l a t e g u i , Antonio, La Foralidad Guipuzcoana. Estudio Político 
de los Fueros de la Provincia. Ediciones C.A.P. Zarauz 1975.

47. A r iz a g a  B o l u m b u r u , Beatriz, El Nacim iento de las villas..., obra citada, 
p. 197. Todos los oficios eran elegidos por los moradores de las villas y se ocupa­
ban del gobierno del municipio. A  este concejo se unían todos los vecinos de la 
villa para constituir el llamado concejo abierto que arbitraba en  las cuestiones 
de máxima gravedad.

E l concejo estaba integrado por los vecinos del centro urbano. Tenían que ser 
propietarios de bienes inmuebles. Se reunían después de misa, el domingo, con­
vocados a toque de campana. Regulaba las cuestiones de mercado, abastos, pesor, 
y medidas. Se consideraba vecino al nacido en la villa o que fuese m orador de 
ella durante algún tiempo y fuese propietario de bienes inmuebles, La amplitud 
de los asuntos hizo necesaria la creación de algunos oficiales delegados que lleva­
ran a cabo cuestiones concretas de interés local. (A r iz a g a  B o l u m b u r u , Beatriz, 
obra citada, pp. 106 ss.).

Sin embargo creemos que es precisamente la institucionalización lo que crea 
la diferencia entre unos y otros habitantes de las villas. A un cuando a la hora 
de la concesión de la fundación se respetaran los buenos usos y costumbres del 
centro urbano que se erige en villa, no hay que olvidar que las normas de con­
cesión están inspiradas en un derecho extraño al de la comunidad originaría. Es 
precisamente la norma la que legaliza las diferencias sociales existentes en el cen­
tro  urbano.

O tra  consecuencia im portante que puede sacarse es que aun cuando para casos 
excepcionales la creación del derecho sigue perteneciendo a la comunidad, sin em­
bargo, al reducirse el ám bito de participación de la misma al concepto de vecino 
se lim ita el acceso a la posibilidad de creación del derecho a unos grupos deter­
minados.

E n idéntico sentido, al ser remitida la jurisdicción civil y criminal a los alcaldcs 
por delegación real, en base a la norm a jurídica que implica el Fuero, se sustrae 
la originaria jurisdicción de la com unidad que ya no juzga por derecho propio 
sino a través de los oficiales nombrados y elegidos, quienes lo hacen por delega­
ción real,

La institucionalización a través de la concesión del fuero municipal produce la 
introducción de un orden jurídico nuevo, con im portantes implicaciones políticas. 
La jurisdicción, el derecho de juzgar, resolver litigios civiles y penales es una ema­
nación de la soberanía que ya no descansará en la comunidad. Será precisamente 
esta cuestión ¿en dónde reside la soberanía?, una de las grandes aportaciones de 
los juristas españoles de los siglos X V I y X V II quienes reclamaran el reconocí-



influencias exteriores surgirán las lim itaciones im puestas por el poder 
real, reduciendo la posibilidad de participación de los ciudadanos en 
las tareas de dirección de la com unidad, fenóm eno que no  sólo se 
m anifiesta en  G u i p ú z c o a L a s  nuevas ordenanzas m unicipales, surgi­
rán prim ero con las reform as de Alfonso X I y  después, a principios 
del siglo X V I. E n el prim er caso, con las lim itaciones im puestas por 
la elección de los cargos, en aras de un contro l de las com unidades. 
E l ejem plo lo encontrarem os en Segura, donde A lfonso X I confirm a 
el 20 .de febrero de 1348 unas ordenanzas municipales con las lim i­
taciones apuntadas, y en el segundo, con el desastre de la guerra de 
las Com unidades de Castilla y habida cuenta que en su necesaria apro­
bación real, aparece ya de m anera clara la m anifestación de l condi­
cionam iento exterior, el Real, producto de la nueva concepción del 
derecho y de la creación del mismo

Las ordenanzas, además c!e establecer la organización in terna de 
la com unidad, regulan el nom bram iento de los representantes de 
cada com unidad municipal en la asamblea provincial.

In teresaría  aquí el analizar, a través de los archivos m unicipales, 
la extracción social de los m iem bros representantes de la com unidad

miento de la soberanía en la comunidad y el carácter de meros oficios de los 
oficiales e incluso del Rey.

Como toda comunidad primitiva, las primeras relaciones entre los vecinos de 
las villas, en aquello no prescrito en el Fuero m unicipal, se regulaba por la cos­
tumbre, dado que la simplicidad de la vida no exigirá ni la mentalidad de la 
época pedía otra cosa. Sin embargo, formadas las villas, se observa ya, en <.) 
siglo X I I I ,  la aparición de unas breves normas u ordenanzas municipales que 
venían a regular cuestiones de policía municipal, requisitos que deben de reunir 
los nuevos vecinos para ser admitidos por el consejo, la forma de fijación de los 
precios de la uva, manzana, sob.'c fabricación de la sidra, así como las sanciones 
y m ultas por el incumplimiento de tales preceptos.

48. La primera manifestación que hemos observado de ordenanzas municipa­
les ya elaboradas las encontramos en Segura, el 20 de mayo de 13-¡0, que sen 
confirmadas por el Rey Alfonso X I el 20 de febrero de 1348.

49. E n estas ordenanzas se ve claramente la intervención real im poniendo unas 
limitaciones y controles.

50. Las ordenanzas municipales son una fuente inestimable de  conocimiento 
no sólo de la organización interna municipal, sino del grado de participación polí­
tica de los municipios y de los habitantes de los mismos, a nivel provincial, en 
las juntas generales.

Está todavía por hacer un estudio monográfico sobre este punto que creemos 
clave, como indicaba en su día Cillán Apalategui: se encuentra en ellas la llave 
del sistema foral a partir, sobre todo, de los siglos X V I y siguientes.

De los consultados, se observa que hay una elaboración en cadena a partir 
de la guerra de las Comunidades de Castilla, imponiéndose un serio control al 
desarrollo de la participación popular en el gobierno municipal en favor dcl 
control real.



en la asamblea provincial, que nos clarificaría m uchos d e  los aspectos 
que hoy están  siendo debatidos . De esta form a podríam os llegar 
a  u n  conocim iento más preciso de las fuerzas sociales que van a ir 
estableciendo sus condicionam ientos en  el gobierno m unicipal y, en 
ú ltim a instancia, en  el provincial, en cuanto  que, a través de los m u­
nicipios se va a articu lar la provincia.

Lo que sí parece evidente, a la luz de los estudios realizados, es 
que, superada la  fase más concreta de los conflictos sociales en tre  los 
siglos X IV  y X V , en  las com unidades m unicipales, aparecen in tegrados 
los hom bres exponentes de los bandos

E l caso m ás llam ativo que conocem os nos lo relata un  docum ento 
del siglo X IV , referente a V illarreal de U rrechua

51. Véase a título ejemplificativo la obra E l Igualitarismo Vasco: M ito y 
Realidad, Editorial Txertoa, San Sebastián. Gráficas Ellacuria. Bilbao 1973. Otazu, 
Alfonso.

No compartimos las conclusiones que saca este autor. Entendem os qué se 
hacen extrapolaciones del contexto general de la época y se olvida los condicio­
namientos políticos externos que inciden en los momentos en que son redactadas 
las ordenanzas, cuyo valor político es innegable y que coincide con una nueva 
concepción del Estado que tratará  de establecer el control de la actividad m u­
nicipal.

52. Véase C a r o  B a r o ja , Julio , Vasconiana. Estudios Vascos I I I ,  Editorial 
Txertoa. San Sebastián 1974, p. 51.

53. A lo largo del siglo X IV  se observa un curioso fenómeno consistente en 
la progresiva y paulatina extensión del ám bito de jurisdicción de las villas me­
diante concordias o pactos de agregaciones con colaciones, barrios, villas e incluso 
habitantes de caseríos. No está alejada de ser una de las causas de estas agrupa­
ciones el que los habitantes de estas colaciones, barrios, etc., pretendan sustraerse 
al poder de hecho de los señores rurales y estar a salvo de  los banderizos.

A lo largo de los siglos X I I I  a XV, se está produciendo un cambio sustancial 
en  la concepción de la sociedad. Los vínculos de orden feudal están siendo sus­
tituidos por un  nuevo orden en el que aparecen los hombres libres de prestacio­
nes personales, ubicados generalm ente en las ciudades.

El poder o la relación de orden personal entre el señor y el vasallo es susti­
tuida por una concepción más amplia y tem plada. E l señor feudal está siendo 
desplazado por la realeza y sus oficiales y el aparato administrativo que lleva con­
sigo, aunque imperfecto, resulta eficaz. Los hom bres ya no necesariamente per­
manecerán vinculados a la tierra. En este sentido podemos observar cómo el 
Rey va rom piendo los vínculos feudales que liga a los hombres del realengo y 
del no realengo.

«Que los labradores horros que quisieran venir poblar, dejando poblados aque­
llos lugares donde vinieron por padre e m adre o por hermanos o por parientes, 
porque yo non pierda los mios derechos que vengan e que pechen por lo que 
oviere en esta puebla, en aquellas cosas que yo los mandare e tuviere por bien 
mas que no pechen en o tro  lugar por algo que oviere,»

(Privilegio concedido el 20 de abril de 1290 por Sancho IV  a los de Tolosa. 
G o r o s á b e l , Pablo, Diccionario H istórico..., Im prenta Gurruchaga 1862, p. 721, 
vob Tolosa).



La H erm andad  reunida en Zum árraga el 12 de agosto de 1390

Se repite lo mismo en Segura en 1290. Sancho IV . G o r o s á b e l ,  Pablo, Dic­
cionario..., Im prenta Gurruchaga, 1862, pp. 718-495. Segura. Igual en Azpeitia 
1309-1310. G o r o s á b e l , Pablo, Diccionario..., pp. 675-678.

E n Elgueta en 1335, Alfonso X I en  el privilegio de  fundación de Elgueta, 
exime durante diez años a los labradores que vayan a poblar Elgueta. G o r o s á b e l , 
Pablo, obra citada, p. 683, Voz Elgueta. Igual en Zumaya en  1347. G o r o s á b e l , P a­
blo, obra citada, pp. 733-734. Voz Zumaya.

E n la carta puebla de Azpeitia aparecerán dos clases de labradores, los exentos 
y los no exentos. Los primeros eran los que poblaban el lugar antes de la con­
cesión de la puebla. Los no exentos eran aquellos que no siendo de realengo 
vayan a poblar la villa, que seguirán pagando pechos conforme a fuero y derecho.

Es incuestionable que esta política real de fom entar la desvinculación de los 
labradores de sus señores originarios tendrá que originar roces y problemas. No 
se olvide que la fuente fundamental de producción de riqueza era en aquella época 
la tierra y los braceros indispensables para el trabajo de la  misma. La desvincu­
lación traería consigo una disminución de la producción y una baja en los ren­
dimientos y beneficios a obtener por los propietarios rurales o  Parientes mayores.

Pues bien, esa actitud real trae consigo una enorme carga política y como 
inmediata consecuencia el trasvase del elemento humano vinculado a un propietario 
o señor, de dicha vinculación más próxima, a otra más abstracta, la del Rey.

A ello debe añadirse que las villas instalan su propio mercado (Azpeitia en 
1309-1310 por concesión de Fernando IV . G o r o s á b e l , Pablo, obra citada, pp. 675- 
678; Azcoitia en 1324, Alfonso X I autoriza a los vecinos de  Azcoitia hagan m er­
cado una vez a la semana y los libera del portazgo del Mercado. G o r o s á b e l , Pablo, 
obra citada, p. 676; etc., existiendo un florecimiento del comercio, en tre  ellos el 
del hierro, que se canaliza a través del río, que cuando se funtía la villa hay 
reparto de tierras en favor de los que la vayan a habitar (Iziar, Sancho IV  en 
1294, les da tierras, pastos... y la Iglesia de Santa M aría; en Azpeitia en  1309, 
Fernando IV  Ies da  los montes, pastos y términos del M onasterio de Soreasu; 
en Azcoitia en 1331 Alfonso X I reparte  tierras en 1346, en  Elgoihar Alfonso X I 
reparte tierras...

Todo ello produce, ante la contraposición de intereses entre las ciudades y  el 
campo, los consiguientes enfrentamientos.

La nobleza ru ral es desplazada y surge una nueva clase, la de los burgueses 
o habitantes de las ciudades, que term inarán, en Guipúzcoa, imponiéndose y  desa­
pareciendo prácticamente la tierra llana que será absorbida por la jurisdicción 
de las villas, resultado distinto que el producido en Vizcaya donde el fuero Viejo 
será una fórmula transaccional entre villas y tierra llana, y  donde se conservarán 
instituciones, fundamentalmente civiles o jurídico privadas propias de la tierra 
llana, a diferencia de  Guipúzcoa en que el derecho civil de la tierra llana desa­
parece como ordenam iento formulado, subsistiendo hasta nuestros días, en  diversas 
formas a través de  la costumbre.

La lucha de  bandos, como tradicionalmente se le viene conociendo, tiene una 
gran carga de lucha social, no exclusiva de Guipúzcoa, que se caracteriza, por la 
inadecuación de las estructuras jurídico-políticas a los cambios económicos y socia­
les. En ese m omento histórico se está produciendo una transformación radical 
de las relaciones económicas y sociales que afecta y choca con las concepciones 
jurídicas. Es el paso de una economía rural y campesina a una economía derivada 
en una concepción de la producción artesanal y del libre comercio, que es cono­
cida por el nom bre de revolución burguesa. Los vínculos de  dependencia personal 
van desapareciendo y surge una clase de hombres libres. E sta  lucha en tre  las 
diferencias de una y o tra posición no está solamente centrada o  desarrollada en



dicta  una sentencia arb itra l dirigida a solucionar el conflicto existente

el campo, sino que se traslada también a las villas, como veremos institucionali­
zada en Villarreal de Urrechua en 1390. T iene unas consecuencias im portantes en 
la instrumentalización de las villas, como reacción ante la situación de  inseguri­
dad y conflicto social. La prim era reacción se m anifiesta en la sucesiva y  paula­
tina  unión, m ediante concordia, entre los barrios y colaciones periféricas a las 
villas, sometiéndose los habitantes de aquéllas a la jurisdicción de éstas. La se­
gunda reacción se produce con el fortalecimiento de la Herm andad y el endure­
cim iento de las medidas de defensa y fundam entalm ente en el orden punitivo, 
una vez que han sido agotados todos los medios pacíficos para el establecimiento 
de  la paz. D e estas luchas saldrán fortalecidas las villas, surgiendo un  orden ju­
rídico nuevo.

La lucha entre los diferentes grupos, en las villas se manifiesta en lo dispuesto 
para el acceso a los cargos concejiles.

Sobre los conceptos sociales de la época, puede verse R o m e r o , José Luis, 
La revolución burguesa en la Sociedad Feudal, Editorial Sud América, Buenos 
Aires 1967.

B o u t r u c h e , Robert, Señorío y Feudalismo. Los vínculos de dependencia, Edi­
torial S. X X L  Buenos Aires 1973.

D u b y , Georges, Economía Rural y vida campesina en el Occidente Medieval, 
Ediciones Península, Barcelona 1968.
V a l d e ó n  B a r u q u e , J u l io ,  Los conflictos sociales en el Reino de Castilla, en los 
siglos X I V  y X V .

G a r c ía  d e  C o r t á z a r ,  J . A., El Fortalecimiento de  la burguesía como grupo 
social dirigente de la sociedad Vascongada a lo largo del siglo X I V  y X V . E n la 
Sociedad Rural y  Urbana en el marco de la crisis de los siglos X I V  y  X V ,  Bilbao, 
publicaciones de  la Excma. D iputación Provincial de Vizcaya, 1975.

G a r c ía  d e  S a l a za r ,  L., Las Bienandanzas e Fortunas, edición de A. Rodríguez 
H errero, tom o IV , Bilbao, Excma. D iputación de Vizcaya, 1967.

F e r n á n d e z  de  P in e d o , E., ¿Lucha de bandos o conflicto social? E n la Socie­
dad Vasca rural y urbana en el marco de la crisis de los siglos X I V  y X V ,  Bilbao, 
publicaciones de  la Evcma. D iputación Provincial de Vizcaya, 1975.

A r o c e n a ,  i . ,  L os banderizos Vascos, «Boletín de la Real Sociedad Vascongada 
de los Amigos del País», X X V , 1965.

A l v a r e z  d e  M o r a l e s ,  A .,  Ím s  Hermandades expresión del m ovim iento comu­
nitario en España, Valladolid, Universidad, 1974.

G u il l a r t e , Alfonso M., El Obispo Acuña. Historia de un comunero. Estudios 
Universitarios. Editorial M iñón, 1979, Valladolid.

Archivo M unicipal de Tolosa. Sección c, libro 1, negociado 5, expediente 2. 
Carta de Juan  I dada en  M edina del Campo el 13 de diciembre de 1389 en la 
que confirma la carta de vecindad entre Amasa e Iru ra  con Tolosa.

Archivo M unicipal de Vergara. Carta de agregación de Zumárraga o Villarreal 
dada por el Rey D on Juan I  en M adrid el 20 de abril de 1391.

Archivo M unicipal de  Segura. Autorización dada por el Rey Juan I. a la 
villa de Segura y a las colaciones de Legazpia, M utiloa, Idiazábal, Cegama, Cerain, 
Orm aiztegui, Fugum arreta y Astigarreta y otras comarcas, a petición de los procu­
radores de las villas que la tierra de Guipúzcoa le m andan para que puedan entrar 
como vecinos en la villa de Segura para mejor ser defendidos frente a los mal­
hechores y que pudiesen vivir en paz y sosiego. Avila el día 2 de febrero de 
1387, conferencia hecha en M adrid el 15 de diciembre de  1393.

Archivo M unicipal de Villafranca de Ordizia, libro 1, ext. 4, Docum ento que 
contiene la agrupación de los colaceos de Asteasu, Beasain, Colhiva, Gainza, 
Isasondo, Legorreta, Alzaga, Arama y de ciertos moradores de Lazcano al concejo



en tre los dos bandos presentes en la villa para el acceso a los cargos 
concejiles

Fueros m unicipales y ordenanzas van a ser la norm ativa que ser­
virá a los concejos para regular sus relaciones que, como hem os 
visto , no siem pre es armónica

de Villafranca de Guipúzcoa al efecto de defenderse de los malhechores que pro­
venían de Navarra. Hay una concordia de vecindad para que los moradores de 
tales términos se sometan a la jurisdicción de la villa de Villafranca tanto sus 
personas como sus bienes.

Archivo M unicipal de Segura. Confirmación hecha por el rey Juan I  en Bur­
gos el 30 de mayo de 1386 de la concordia de vecindad hecha en tre  Villarreal y 
Hzquioga para que esta últim a colación entre a form ar parte  de  la vecindad de 
Villarreal. La concordia está hecha en  Villarreal el 29 de octubre de 1385.

54. Archivo M unicipal de Segura. Sentencia arbitral dictada en  Zumaya el 
12 de agosto de 1390, por los procuradores de las villas y lugares de Guipúzcoa 
reunida en Villarreal de Urrechua para poner paz y sosiego en  los bandos de 
vecinos de Villarreal {se detalla los nombres de los procuradores y su origen) que 
estaban divididos en el nom bram iento de alcaldes, jurados y fieles, así como 
en el repartim ento de pechos. Villarreal acuerda someter el asunto a la re­
solución de los procuradores de las villas y lugares de Guipúzcoa, comprome­
tiéndose a aceptar lo que se dicte (la concordia lleva fecha de 12 de agosto de 1390).

La sentencia dictada por los procuradores de Guipúzcoa, ordena que se junten 
los vecinos de Villarreal el día de San Miguel de septiem bre más próximo y elijan 
un hombre bueno por alcalde, que no tenga ni sospecha n i bandería, du ran te  un 
año y si no se ponen de acuerdo elijan hom bre bueno y que echen a suertes a 
ver cual de los dos sale elegido y en el año sucesivo cada partida se suceda en 
el mando de la alcaldía. Así mismo elijan tres jurados y tres fieles que den 
su nombre por acuerdo y si no lo son que cada bando ponga uno y el tercero 
sea común o por suerte. O rdena que se haga en el concejo tres llaves, una 
para el alcalde, o tra para el fiel de un bando y una tercera para el fiel 
de otro bando, ordenando que cualquier querella que tuvieren la dirigieran a la 
Herm andad de Guipúzcoa en virtud  del principio que el rey les dio.

55. E n los Fueros municipales son escasas las norm as relativas a la organi- 
gación interna de las viUas, elección de cargos, regulación de las atribuciones 
de los oficiales, etc., en general. E n el solar guipuzcoano observamos la presencia 
de dos manifestaciones distintas de Fueros Municipales. E l de San Sebastián con­
cedido el año 1180 y  que se extiende a las villas de la Costa, en 1203 a Oyarzun 
y Fuenterrabía; 1209 a Guetaria y M otrico; 1237 a Zarauz; 1320 a Rentería; 
1347 a Zumaya, 1371 a Usurbil; 1379 a O rio  y el de Logroño o V itoria que se 
concede a Tolosa en 1256; a M ondragón en 1260; 1258 a Vergara, 1268 a Vi­
llafranca de Guipúzcoa; 1294 a Deva; 1311 a Azpeitia; 1335 a Elgueta; 1383 a 
Villarreal de Guipúzcoa y en 1346 a Elgoibar.

Así como el Fuero de San Sebastián contiene normas de organización interna: 
El concilium elegía todos los años un alcalde y un preboste. E l alcalde estaba 
asistido en su calidad de Juez por doce notables cuya intervención controlaba la 
actividad del m erino u oficial real en el cobro de las m ultas, control de las 
actividades del palacio real extraño al norte del Duero. E n  el Fuero de  Logroño, 
hay una concepción distinta ya que subsisten dos organizaciones diferentes y el 
concilium, que agrupaba a los vecinos y la asamblea general de los vecinos que 
comprendía además de a los vecinos o  concilium, a los hereditati que eran ha­
bitantes instalados individualmente en el territorio  de la ciudad que no formaba



Sin em bargo la b revedad  de los fueros m unicipales, la especiali- 
zación de las ordenanzas para tem as concretos, más bien dirigidos a 
la organización in terna, im pondrá que los encargados de aplicar el 
derecho tengan que acudir a  o tras fuentes, y en  este caso al derecho 
escrito , el derecho real, que por ser elaborado y de más fácil com­
prensión se term inará im poniendo con la pérdida de gran p arte  de la 
iden tidad  del p ropio  sistem a, como aparece reflejado en época avan­
zada

parte  de la comunidad de los francos. La prim itiva asamblea judicial territorial 
se ha  concretado en  el concilium a través del Fuero. Pero lo más im portante del 
Fuero de Logroño, a los efectos de nuestro estudio, está en que el rey o, el señor 
que ejerce la  autoridad en nom bre del mismo es el que nom bra a los oficios; 
sayones, m erinos, que siguen siendo agentes del señor; sin embargo los alcaldes 
pertenecen a la ciudad aunque dependan del señor.

E n este sentido, en las concesiones dadas a las villas fundadas al Fuero de 
Logroño en Guipúzcoa se reconoce al concilium el derecho a elegir los cargos u 
oficiales.

Debe tenerse en cuenta la existencia de dos ordenam ientos, en cuanto que 
las villas fundadas al Fuero de Logroño y V itoria tienen como derecho suple­
torio el Fuero Real que atrae para el Rey el nom bram iento de los oficiales. Sin 
embargo, el análisis de las cartas forales municipales guipuzcoanas nos lleva a 
la conclusión de la existencia de una excepción al principio general, en  cuanto 
que se dota a las comunidades municipales de una gran autonomía.

Sobre estos temas puede verse: L aca rra ,  J. M., Fueros de Navarra: I .  Fue­
ros derivados de Jaca. I .  Estella-San Sebastián (Pamplona 1969). B anus  A g u ir r e , 
J . L., E l Fuero de  San Sebastián (San Sebastián 1363); G o r o s á b e l , P ., Diccio­
nario..., obra citada, L a l in d e  A b a d ía , J., Iniciación histórica al Derecho español 
(Barcelona 1970). G a u t ie r  D a l c h e , Jean, Historia Urbana de León y Castilla 
en la Edad M edia (siglos I V - X I I l ) ,  siglo X X I de España, Editores, S. A ., Ma­
d rid  1979. R a m o s  l o s  C e r t a l e s , J. M., E l Derecho de los Francos en Logroño 
1095, en «Berceo II» , Boletín de Estudios Riojanos. Biblioteca Provincial, L o ­
groño 1947, pp. 347-377.

56. E l concilium era la asamblea de  los veciiios, que llega a ser sinónimo 
de com unidad dotada de gobierno propio. E n un  principio es la com unidad la que 
se reúne en ciertas ocasiones para resolver problemas económicos, conflictos sur­
gidos en torno a la utilización de los pastos y quizá también para buscar a los 
autores de una infracción cometida en su territorio . E n un  principio comprende 
a todos los adultos, hom bres y  mujeres.

A  partir del siglo X I I  el concilium se convierte progresivamente en órgano 
de gobierno y  deja de estar abierto de par en par, de tal forma que son excluidos 
de  él no sólo los que no viven más que de modo tem poral en la localidad, sino 
tam bién una parte  de los que están allí establecidos de m anera permanente, 
los moradores. La condición de  vecino se reservará a los habitantes que reúnan 
cierto núm ero de condiciones. La vecindad implicaba solidaridad en tre  todos los 
vecinos. (Tomado de G a u t ie r  D a l c h e , Jean, Historia Urbana de León y Castilla, 
obra citada, pp. 353 ss.).

Sobre las M agistraturas, modo de elección, duración del cargo, atribuciones, 
véase del mismo autor y obra, pp. 359 ss. y en la que se reforma a Guipúzcoa. 
A r iz a g a  B o l u m b u r u , B ., obra citada.

Lo que parece natural, a la vista de lo expuesto, es que la prim itiva asamblea 
territorial de  carácter judicial propio de  nuestra propia concepción del derecho,



B) Las Juntas Generales

Realizamos aquí, tam bién, un  estudio  aproxim ativo. La posición 
tradicional de los estudiosos de la h istoria de las instituciones gui­
puzcoanas m antienen el principio de que las Ju n tas  G enerales derivan 
de la H erm andad de G uipúzcoa. Tal afirm ación excesivam ente gene­
ralizada parece excluir un  origen d istin to  a la H erm andad  de la A sam ­
blea Provincial.

Creemos que hoy, con los datos que poseem os podem os afirm ar 
que las Jun tas  G enerales o Asam blea Provincial, fueron an teriores a 
la H erm andad , y que originariam ente responden a finalidades d istin ­
tas y están incardinadas en  estructuras jurídicas diferentes

N o voy a en tra r a analizar el problem a de su origen más rem oto  
pero sí en tiendo  que su existencia an terio r a la H erm andad  aparece 
clara y se deduce de los p ropios tex tos de los cuadernos de ésta  y 
con una función originariam ente d istin ta . O tra  cuestión es la d e  si 
la articulación de la H erm andad trajo  como consecuencia una conso­
lidación y reconocim iento institucional de dicha asam blea provincial, 
o sirvió para integrarla en u n  m ism o cuerpo.

E l títu lo  IV , capítulo I , del cuaderno foral recogido en una cé­
dula de E n rique l U ,  de 13 d e  m arzo de 1397, inicia su redacción de 
la siguiente form a

da paso, por obra y gracia de la institucíonalización a través de los fueros m unici­
pales de la asamblea de vecinos, de  concejo abierto, al concejo cerrado.

La evolución posterior estará reflejada en las diferentes ordenanzas municipales 
que irán surgiendo de manera tardía.

Se impone el estudio de las ordenanzas municipales para conocer la evolución 
de los municipios y de los oficios o cargos municipales. Incuestionablem ente en 
esta evolución no está ajena los diferentes intereses de orden interno y  externo 
que inciden sobre el gobierno del territorio. Pero este es un  tema que trasciende 
del apunte que nos hemos propuesto.

57. El origen de lo que luego se ha conocido, desde la terminología jurídica 
foral tradicional, como Juntas Generales, está íntim am ente vinculado, a mi juicio, 
con la formación de la «comunidad» en la que, como es corriente en los pueblos 
germánicos, existía un órgano judicial o asamblea a través de cuyas resoluciones 
la comunidad restablecía la paz entre sus miembros y, m ediante las resoluciones 
judiciales, creaba el derecho. Quizá tenga algo que ver con esta asamblea la división 
de la comunidad guipuzcoana en Valles. Cada valle podía estar representado en 
la Asamblea. Según la tradición nórdica esta asamblea se reunía bajo la sombra 
de un árbol.

Sobre este tem a de la creación del derecho por las comunidades primitivas 
puede verse P é r e z  P r e n d e s , La creación del derecho..., obra citada.

58. Novísim a Recopilación..., obra citada.



«costumbre antiquísima (y de cuyo principio no hay noticia), es 
la de que las Juntas Generales de la Provincia, en la cual con­
gregándose todos los caballeros procuradores de las Poblaciones, 
alcaldías y valles de ella con especiales poderes de los Concejos, 
se ha atendido siempre al mayor servicio de Dios y el Rey Nues­
tro Señor y a la conservación de la República con equidad y jus­
ticia; en los primeros tiempos eran frecuentísimas las juntas...»

La reseñada, parcialm ente, cédula, incluida en el cuaderno de O r­
denanzas d e  1397, de la H erm andad  de G uipúzcoa, lo  que hace es 
establecer o  regular de m anera definitiva la form a, el cóm o y en qué 
lugar se habrán  de hacer las Jun tas G enerales y en  qué tiem po han 
d e  com enzar

Según lo  dicho, el m onarca no hace sino reconocer la realidad de 
una institución y lo único que pretende es establecerle un  reglam ento 
para su buen  funcionam iento , es decir que la Asam blea d e  P rocura­
dores era an terio r a la H erm andad.

Su prim itiva función aparece inequívoca en el referido te x to  cuan­
do  más adelan te dice:

«Y en ella se delibera lo más conveniente a aquel fin, y al de la 
conservación y defensa propia y observancia de los Fueros, bue­
nos usos y costumbres de la provincia.,.»^.

A  través de este tex to  vemos que la Ju n ta  de P rocuradores de los 
Concejos aparece configurada como una asamblea cuya m isión entre 
o tras, es la defensa y observancia de los Fueros, buenos usos y cos­
tum bres de la P rovincia, en  sum a, com o una asamblea p ropia de un 
sistem a de derecho característico de una época en la que no existe 
un  derecho te rrito ria l codificado y, por tan to , un sistem a basado en 
los usos y costum bres, siendo quien fijará el derecho, la asamblea 
judicial, carácter con la que aparece revestida, según el indicado tex­
to . Esta función judicial de fijación del derecho ya la hem os visto  en 
el caso de V illarreal de U rrechua.

La d iferen te configuración de las Ju n tas  G enerales vendrá im­
puesta por los cambios institucionales de la época y por los conflictos 
sociales de los siglos X IH  y X IV  a través de la H erm andad  Me-

59 . Sa n t o s  L a s u r t e g u i, Alfonso de los. La Hermandad de G uipúzcoa..., obra 
citada.

60. Novísim a Recopilación..., obra citada.
61. La asamblea de la comunidad (que luego sería la Provincia de Guipúzcoa) 

pasa, a mi juicio, por tres fases diferentes, en función de la diferente estructura



diante los C uadernos de O rdenanza las Jun tas G enerales son reves­
tidas de poderes extraordinarios incluso en  el ám bito judicial delegado 
por el Rey, que, conform e a los principios de la época, tiene reservada 
la form ación judicial, dicha facultad judicial ex trem a, e incluso de 
ejecución

P ero  las jun tas no  pierden su carácter de asam blea provincial y de 
veladora de los intereses de la Provincia. Su intervención es más am ­
plia. Así en  1461 solicita al Rey la concesión a A reria del derecho 
de integrarse a la  junta de m anera definitiva, segián leemos en  el 
privilegio de fundación de la Alcaldía de A reria en  donde el Rey hace 
constar que «los Procuradores de muchas villas de G uipúzcoa reun i­
dos en Ju n ta  G eneral en V ergara acordaron solicitar del Rey que 
A reria, que acudía con su representación desde tiem po inm em orial 
a dicha jun ta , se integrase de m anera definitiva en  la misma»

Las juntas se configuran en  una asamblea general de la Provincia 
en defensa de los intereses provinciales y con facultades judiciales. Si 
observamos las instituciones parecidas de la época, al nivel d e  la o r­
ganización del poder real, verem os que sigue una línea paralela a la 
de las Cortes G enerales del Reino, salvando las distancias Sin em ­
bargo llam a la atención una circunstancia y es, el hecho, de que m ien­
tras que en la Asam blea o C ortes de León y C astilla están represen­
tados los llam ados brazos desde 1180, al igual que en las C ortes de 
N avarra en 1300, en C ataluña en 1218, en  A ragón en  1274, en  V a­
lencia en  1283, en  Guipúzcoa sólo está representada el llamado brazo 
popular, con exclusión del clero y la nobleza**.

D ebe advertirse aquí que no puede m antenerse un  análisis de esta 
institución desde una perspectiva actual, sino en  función de los con­
dicionam ientos d e  la época.

del Estado. E n una primera época cuando todavía los cimientos del Estado no 
están configurados, la comunidad tiene una asamblea judicial territorial que es lo 
que crea el derecho (ver H in o jo s a ).

E n una segunda época cuando el Estado se está configurando y los reyes 
reclaman para sí el dominium y fundamentalmente la función judicial legislando 
de manera parcial y no general, conviven la Herm andad y  la Asamblea Territorial 
que, a su vez se ha  desconcentrado en los concilium urbanos, Por últim o, cuando 
el Estado se articula y el Palatinum  aparece configurado, la Asamblea territorial 
se integra en la Herm andad,

62 . Los cuadernos de Ordenanzas en Guipúzcoa están inspirados en el Fuero 
Real, que le sirve de  base en su redacción.

6 3 . G o r o s á b e l , P a b lo  d e ,  Apéndice, p . 671 .
6 4 . PISKORSKI, W ladimiro, Las Cortes de Castilla..., obra citada.
65 . PISKORSKI, W ., Las Cortes de Castilla..., obra citada.



L o c ierto  es que con la evolución en el tiem po, la com petencia de 
las ju n ta s  quedó m uy reducida y su función fue derivando a com pe­
tencias adm inistrativas y judiciales, siendo prim ero lim itadas y luego 
suprim idas sus posibilidades de ser órgano de creación de derecho, 
m om ento éste en  el que, an te la im posibilidad de realizar una tarea 
renovadora, se produce el p rim er paso para el anquilosam iento del 
sistem a que se ve in tegrado  y cercado por o tro  de d istin ta  concepción.

E n  evitación de tales males y en  defensa del sistema propio , las 
jun tas u tilizaron el P ase Forai, pero  cuya función sólo consistía en 
som eter la  cuestión objetada a un  juicio contradictorio  que tenía que 
ser resue lto  p o r un  órgano, el Consejo Real, integrado en u n  sistema 
d istin to . D e ahí los grandes m ovim ientos d e  presión an te la Realeza 
que en  m uchas ocasiones logran ob tener resultados positivos para la 
provincia

Con ello querem os significar que, una vez que el poder central 
term inó d e  elaborar el sistem a norm ativo propio  y, por tan to , lim itar 
e l alcance de las funciones y com petencias de los órganos provincia­
les, éstos adoptan una actitud  de defensa an te la im posibilidad de re­
novarse en  función del p ropio  sistema.

E l cuaderno foral no  es, por tan to , más que una redacción tardía 
y mal hecha de un  conjunto  de disposiciones, con la ausencia de 
otras m uchas, dirigida a m antener una posición de defensa y ajeno al 
princip io  general de la idea del derecho que inspira al Estado.

E l enfren tam iento  en tre  dos sistem as d e  concepción del derecho 
d istin to s, y  la im posibilidad de una actividad creadora del derecho, 
p roducirán  el colapso. E s el m om ento  del inicio de la crisis. Sus 
m anifestaciones concretas y su desarro llo  trascienden nuestra  in ten­
ción.

Sirva com o ejem plo la m ateria ya estudiada por m í referen te a la 
intención p o r parte  de la provincia en  los siglos X V I y siguientes de 
creación de unas norm as de derecho privado que recogieran una propia 
concepción de la propiedad y de la fam ilia que no  prosperará por ser
o  estar inspirada en un  sistem a d istin to  del establecido por e l E stado*’, 
sistem a el de éste basado en  el D erecho rom ano de la recepción.

66. CiLLÁN A p a l a t e g u i , Antonio, La Foralidad de G uipúzcoa..., obra citada. 
Cj Ó m e z  R i b e r o , Ricardo, E l pase foral en Guipúzcoa en el siglo X V I I L  Publi­
caciones de la Excma. D iputación Foral de  Guipúzcoa. San Sebastián, 1982.

67. N a vajas L a p o r t e , Alvaro, La ordenación..., obra citada.



C) La D iputación

E l órgano de gobierno y adm inistración de la provincia eran las 
Jun tas G enerales. Dicho órgano colegiado se reunía una vez al año 
con carácter ord inario , y con carácter ex traordinario , tantas veces co­
mo fuera n ecesario “ .

Sin em bargo, con el transcurso del tiem po, la com plejidad de los 
asuntos, y la urgencia en la tom a de decisiones, hicieron necesaria la 
creación de u n  órgano perm anente. E sta  necesidad, la expresan de 
m anera categórica las Ju n tas  de Tolosa de abril de 1550, y las reitera 
las de Gastona de 1 5 5 4 ^ .

E n  el siglo X V I, nos dice G orosabel, que en  los registros de las 
juntas se em pezó a nom brar por cada una de las cuatro  villas de tanda 
del corregim iento, un d ipu tado , el cual era nom brado más b ien  en 
concepto de procurador, para representar a la Provincia, en los asun­
tos urgentes, que con carácter de autoridad. P ara el despacho de estos 
asuntos, debían  asociarse el Corregidor, el D iputado  o  represen tan te, 
con el A yuntam iento  de la villa de su residencia. E ste  sistema aparece 
consagrado en u n  reglam ento de las juntas de Zum aya de 1575. Sin 
em bargo, su im perfección obligó a abordar una reform a más seria, lo 
que se in ten tará  en  las Jun tas de Segura de 1628, sin éxito , repitiéndose 
el in ten to  en las de Azcoitia, el año 1709, en donde se estableció las 
bases de una reform a en profundidad. E n el año 1747, se nom bra una 
comisión para e l estudio del tem a, comisión que en las Ju n tas  de 
Fuenterrabía de 1748, p resentó  un reglam ento de la D iputación de 21 
capítulos que fue aprobado elevándose la propuesta de ordenanza al 
Rey para su aprobación, que la aprobó con algunas reform as el 28 de 
abril de 1749

68. En un  principio las Juntas Generales ordinarias se celebraban dos veces 
al año. Estas dos reuniones son recogidas y sancionadas con posterioridad m ediante 
aprobación por Enrique IV  en Segovia, de lo acordado por la Jun ta  de  Tolosa 
de 26 de septiem bre de 1472.

Las dos reuniones se celebraban una en verano y o tra en invierno, hasta que, 
Carlos I I ,  en 1677, estableció la anualidad de las mismas, celebrándose durante once 
días a partir del 6 de mayo. Nueva Recopilación 4,1 (24 de diciembre de 1677).

Las extraordinarias se celebraban cuando los asuntos urgentes los requerían, 
según lo marcado en el cuaderno Foral V ,l.

Son tres los casos que provocan las Juntas Generales Extraordinarias, recogidas 
en la ley 61 de 13 de junio de 1463: 1) Por causa de m uerte segura que haya 
arontecido; 2) por carta y m andam iento expreso del rey; 3) por fuerza o  fuerzas 
públicas que algunos cometieren e hicieran. Pero no se excluyen otras causas que 
fueron de interés grande o  urgente para el buen gobierno de la provincia. El 
siglo X IX  está lleno de Juntas Generales extraordinarias.

69. Nueva Recopilación, V II , 2.
70. G o r o s Ab e l , Pablo, N oticias..., obra citada.



Com o se verá la introducción de la D iputación com o órgano de 
ejecución d e  los acuerdos de las juntas es muy tardío. Con el tiempo 
lo  que se m anifestó es la dinám ica lógica y propia en esas circunstan­
cias. La D iputación em pezó a suplir y a ocupar com petencias reser­
vadas a las jun tas, lo  que inició el origen de conflictos, habiéndose 
llegado a afirm ar que al final lo que prosperó  fue la potenciación de 
la D iputación para sustraer del conocim iento de las Ju n tas  G enerales 
algunos a s u n t o s A l g o  debía de haber porque en las jun tas celebra­
das en Zarauz en 1780, éstas dan una instrucción lim itando la actua­
ción y los poderes de la D iputación. Conviene resaltar aquí com o dato 
fundam ental y en  el que se pone especial énfasis, en  la instrucción indi­
cada, es que la  D iputación tiene que hacer su descargo a las Juntas 
con la carga que ello conlleva de aprobación o desaprobación de la 
gestión, lo  que significa que las Ju n tas  controlaban a la D iputación.

E n  el año 1827 las Ju n tas  Particulares de San Sebastián producen 
una m odificación del reglam ento de las jun tas, que afectó a la D ipu­
tación, tra tan d o  de supeditar la actividad de ésta a la au to ridad  de 
las Jun tas.

P o r ú ltim o  decir, que el concepto de D iputación Foral, supeditado 
a las Ju n ta s  G enerales, sufrirá un cam bio radical con el cam bio del 
sistem a y la introducción del sistem a liberal, lo que m otivará la desa­
parición de la D iputación Foral en su concepción originaria , m odi­
ficación que asimismo afectará a las Jun tas.

D) De los órganos de la Adm inistración Central en G uipúzcoa

La prim era m anifestación de un órgano de la A dm inistración Cen­
tral, la encontram os con los llamados A delantados m ayores, con fa­
cultades fundam entalm ente judiciales La m odificación más im por­
tan te , respecto a la intervención de la A dm inistración C en tra l en los 
órganos forales, la establece A lfonso X I; tem eroso de la excesiva in­
dependencia alcanzada por los m unicipios y órganos que hoy llam a­
ríam os locales. E l A delantado m ayor es sustitu ido  por el M erino cuan­
do  G uipúzcoa pasa de ser una parte de la m erindad general de C asti­
lla o m erindad m enor a constitu irse en M erindad M ayor o general, 
según aparece reflejado en el O rdenam iento  de Alcalá de 1548. La 
com petencia de los M erinos alcanzaba, exclusivam ente, y de m anera

71. F e r n á n d e z  A l b a d a l e jo , Pablo, La crisis del antiguo régimen en Gui­
púzcoa 1766-1833: cambio económico e historia, Alkar editores, M adrid 1975.

72. PÉREZ Bu s t a m a n t e , Rogelio, El gobierno y la Administración territorial 
de Castilla, 1230-1474, M adrid 1976.



directa, a la tierra  llana, es dccir, a aquella zona o zonas en donde no 
se extendía la jurisdicción de las villas. La m erindad desaparecerá prác­
ticam ente a finales del siglo X IV , cuando se consolida la H erm andad , 
desapareciendo la tierra llana, y sea ésta som etida a la jurisdicción de 
las v illa s” .

Desde ese m om ento aparece la figura del C orregidor como delega­
do regio con facultades judiciales, y ante la oposición de la Provincia 
a su recepción, no puede ev itar ésta que quede incrustado en la cús­
pide de dicha organización com o delegado regio y, en sum a, com o ó r­
gano político de contro l de la legalidad

González A lonso, diferencia netam ente tres etapas en el corregi­
m iento. E n  la época medieval, en donde la figura no aparece clara­
m ente dibujada y más parece u n  órgano judicial; en  la época de los 
Reyes Católicos, que se afianza y adquiere un carácter preponderan te 
y acusado; en la época de los A ustrias, donde alcanza el carácter de 
funcionario

73. A r iz a g a  B o l u m b u r u , Beatriz, El Nacim iento..., obra citada, pp. 104 ss.
En el privilegio de concesión por Enrique I I  a Usurbil el 11 de septiembre

se hace referencia al adelantado Mayor de Castilla que «agora es Guipúzcoa». 
G o r o s Ab e l , Pablo de. Diccionario, obra citada, p. 723.

En diversas confirmaciones de privilegios reales aparece anunciado el M erino 
Mayor de Guipúzcoa. Así, a títu lo  de  ejemplo, en el privilegio de extensión del 
Fuero de Vergara a la comarca, hecho en 1344, aparece el M erino Mayor de G u i­
púzcoa, Beltrán Vélez de Guevara, que, en otoño de 1343, se le ve asistiendo a 
los guipuzcoanos en la toma de Algeciras.

Ver G a r ib a y , Esteban, Los Quarenta Libros, tomo I I ,  capítulo XV, 1, X II , 
p. 284. Gorosabel Pablo, Diccionario, obra citada, pp. 725-726.

En los privilegios de Fundación del siglo X IV  aparece mencionado el M erino 
Mayor de Guipúzcoa.

Sobre la pérdida de  jurisdicción del Merino de manera progresiva puede verse 
el trabajo de M a r t ín e z  D íe z  Gonzalo, La Foralidad en Guipúzcoa durante los 
siglos X I I I  y X I V .  A .H.D.E. año 1974.

74. E n un principio aparecen en Guipúzcoa unidos los cargos de M erino y 
Corregidor (en 1379 con el privilegio de la fundación de la villa de O rio aparece 
tal unión); G o r o s á b e l , Pablo, Diccionario..., pp, 696-692. Cestona 1384; G o r o - 
sAb e l , Pablo, Dicionario..., pp. 678 ss.

Enrique IV  da una provisión en la que acuerda que no dará Corregidor sino 
a petición de la Provincia o  a su voluntad, si fuera servido conforme a las leyes 
del Reino. Docum ento recogido por Banus con el n," 29 en la que él llamó «copia 
del Becerro de Guipúzcoa», que contiene las cédulas desde la fundación de la 
Herm andad hasta 1575, Nueva Recopilación, título I I ,  ep. V II , p. 44. ^

75. G o n z Al e z  A l o n s o , E l corregidor castellano, M adrid 1970. P é r e z  B u sta - 
m a n t e , Rogelio, E l gobierno y  la Administración Territorial de Castilla (12)0- 
1474). Universidad Autónoma de M adrid 1976.

Be r m iíd e z  A z n a r , El corregidor en Castilla durante la Baja Edad Media (1348- 
^474). D epartam ento de H istoria del Derecho de La Universidad de Murcia, 
Murcia 1974.



Característica a resaltar del C orregim iento en G uipúzcoa, es que 
m ientras que en  el resto  del Reino e l C orregidor tiene sede en  cada 
A yuntam iento  o m unicipio, en la provincia de G uipúzcoa su sede está 
ubicada en  el lugar de tanda, donde se encuentra el T ribunal del C orre­
gim iento, in tervin iendo en una prim era época en la com posición de la 
D iputación y con jurisdicción en toda la  Provincia.

F ren te  a qu ien  opina que el C orregidor era el P residen te nato  de 
las Ju n ta s , debe decirse que su  no  asistencia, no im pedía la celebración 
de éstas, que eran presididas exclusivam ente por el A lcalde de la villa 
donde las Jun tas se celebraban, siendo válidos los acuerdos que se 
adoptaran  siem pre y cuando constara que el C orregidor había sido 
citado y no hub iera acudido

E l carácter del Corregidor como representante de la Justicia del 
R eino propio de las dos prim eras etapas del C orregim iento , a partir 
del siglo X V II I ,  cam biará no tablem ente. A  partir d e  Carlos I I I ,  el 
C orregidor se profesionaliza, y a él se accede a través de determ inados 
estudios. E l funcionario sucede al agente judicial nato . Es un fenó­
m eno de la radicalización y burocratización de la m onarquía y a este 
esp íritu  responde la célebre Instrucción  de C orregidores dada por C ar­
los I I I  en 1788, donde se regulan las funciones de contro l y de p ro ­
m oción del C orregidor de vigilancia y asistencia. E sta  Instrucción  re­
coge todo  un program a de adm inistración m unicipal, y queda cons­
ta tada , a través de su lectura, la existencia de un au tén tico  proceso cen- 
tralizador

A m ediados del siglo X V II I ,  G uipúzcoa in ten ta desprenderse de 
tan  m olesto funcionario proponiendo su desaparición en 1 7 5 9 ’* m e­
d ian te  apunte levantado por la D iputación de verano , previa a las 
Ju n tas  de Cestona, pero el gobernador del Consejo R eal, realizó una 
m aniobra para que el tema no se tra tara  en las indicadas Jun tas, re ite­
rándose en o tras la necesidad de que se m archara tan  m olesto p e r­
sonaje.

E l año 1841 desaparece el T ribunal del C orregim iento com o ó r­
gano de justicia p e ro  perm anece el C orregidor com o jefe político, co­
mo consecuencia del establecim iento de los Juzgados de P rim era 
Instancia , en v ir tu d  del decreto de 12 de junio de 1841

76. Nueva recopilación, títu lo  X II ,  cap. I ,  p. 201.
77. B e r m ijd e z  A z n a r , Agustín, E l corregidor en Castilla, obra citada.
7 8 .  Archivo d e  la D iputación Foral d e  Guipúzcoa.
7 9 . D u q u e  d e  M andas. F e r m ín  d e  la  S ala  y  C o l l a d o , Los Fueros vas­

congados en 1876. U ltim a etapa de la Unidad Nacional. M a d r id ,  1924.



D e todo  ello se  deduce que a m edida que va transcurriendo el 
tiem po se va produciendo una paulatina degradación de la autonom ía 
y autogobierno de la provincia, en favor de una m ayor invasión por 
parte  del poder central, que consolida un  propio  sistem a de poder 
político y de form a de creación del derecho, en  pugna con la concep­
ción originaria que había dado lugar al nacim iento de un  sistem a de 
derecho y de creación del m ism o, propio por nuestra  com unidad.

H oy con la aprobación del E sta tu to  de A utonom ía del País Vas­
co y concretam ente con el reconocim iento de las facultades legis­
lativas propias de la com unidad autónom a, aun reconociendo im por­
tantes lim itaciones al desarrollo  de tal posibilidad se abre la vía para 
la utilización de u n  órgano propio  de creación de derecho, y para la 
plasmación de nuestras propias concepciones jurídicas en la realidad 
social, para ver si de esta form a logram os el alcanzar las aspiraciones 
legítim as de nuestra sociedad en aras del respeto  a los valores funda­
m entales de la persona, la justicia, la igualdad, la libertad  y la realiza­
ción de ios legítim os derechos de nuestro  pueblo. Pero  para ello es 
necesario que tom em os conciencia que las instituciones jurídicas, y, 
en sum o el derecho, deben estar al servicio del hom bre. Com o dice 
Burdeau: «La dem ocracia no está en las instituciones sino en los 
hom bres. N o hay dem ocracia si no hay dem ócratas»

80. Ley Orgànica 311979 de 18 de diciembre de Estatuto de A utonom ia para 
el Pais Vasco, «B.O.E.» n.® 306 de 22 diciembre de 1979.

81. B u r d e a u , Georges, La democratie. Editions du Senil. 1970.


